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l N T R o o u e e 1 o N 

En el presente trabajo se analizará un estudio basado en la -

convergencia de la requisición en el Derecho de Huelga. 

En el desarrollo del tema, se tiene como objetivo princi-

pal determinar que en los términos de nuestra Constitución P~ 

lítica, el acto jurfdico de la requisición y su legalidad no_ 

podrá ser anticonstitucional, puesto que se da en casos de e

mergencia por Utilidad Pública. 

En el primer capitulo se analizarán los antecedentes y ev~ 

lución histórica de la requisición. Asf se verá que, a dife

rencia de nuestro pafs, en Francia, principalmente, se la ha_ 

dado gran importancia al instituto requisitorio, tanto en la_ 

doctrina como en el derecho positivo. Dicha corriente culmi

nó en una ley de requisici6n en la cual se establecen de man~ 

ra clara sus alcances. causas y fines. 

En el segundo capftulo se darán a conocer los elementos, -

clasificación y concepto de la requisición como institución -

jurídica. 

En el tercero se demostrarán las diferencias y analogfas ~ 

xistentes entre la requisición militar y la civil. Asimismo. 

se estudiarán sus causas y objetos tanta como un estudio so-

bre la requisición, la concesión y la reversión. 

En el cuarto capftulo se verá el desarrollo de la requisi

ción como una figura affn a la expropiación. figura ésta que_ 

en nuestro pafs ha adquirido una gran importancia. Bástenos_ 



s61o recordar que fue la expropiacf6n en este sfglo la que -

di6 base y consistencia al desarrollo económico e industrial 

de México, a través de las expropiaciones agrarias y petrole

ras. De igual forma, la requisici6n podrfa ser un medio para 

que el Estado, cuando lo dicten las necesidades colectivas. -

se allegue elementos suficientes para enfrentarse a situacio

nes imprevistas que afecten la normalidad del medio general -

en un momento dado. 

En el quinto capftulo se darán a conocer los fundamentos -

constitucionales de la requfsici6n como acto jurfdico. Empe

ro, se verán en su oportunidad las bases sobre las cuales se_ 

reglamenta este acto jurfdico en nuestra legislación. 

En el sexto apartado se demostrará la importancia de la r~ 

quisici6n como factor decisivo er. algunos casos concretos y -

significativos, que han tenido rP.levancia en nuestro pafs. 

Eñ el s~ptimo y último, se estudiarán las medidas regulado

ras que tienen una influencia directa en el análisis del tema 

de la convergencia de la requisicf6n en el Derecho de Huelga, 

con el fin de conocer la importancia que debe dlirsele a la r_! 

quisici6n como una instituci6n administrativa. 

Para concluir con el desarrollo del tema, se presentará un 

anexo el cual tiene como objetivo principal dar a conocer una 

jurisprudencia del tema en cuestión. 

Al- final. se presentarán las conclusiones pertinentes. 
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CAP 1 TULO 1 

LA REQUISICION Y SU EVOLUC!ON HISTOR!CA 

l. Origen 

2. Antecedentes históricos en Roma 

3, Antecedentes hist6r1cos en Francia 

4. Antecedentes históricos en México 



l. Origen 

El principio fundamental de la requisicion data desde la Edad 

Media, aunque su origne se encuentra en Roma, Francia y otros 

países de Europa, debido a los problemas de las luchas que se 

suscitaban en aquellas regiones. 

Las luchas que se llevaran a cabo trajeron como consecuen

cia los primeros brotes de las requisiciones. El sistema de 

las requisiciones es tan definida como la guerra y es tan an 

tiguo como los ejércitos, ya que se encontraba regulado en m~ 

chas estatutos medievales y en los cuales se mencionaba alis

tar tropas mercenarias y compañfas de cantigencia. 1 

En la antigüedad, el principio de la guerra radicaba en a-

1 imentar y proteger las intereses de las comunidades. Los b~ 

ligerantes se apoderaban de todas los vtveres, forrajes y de

más bienes que les apetectan de las comarcas donde luchaban._ 

sin el pago correspondiente de lo que abtentan. Posteriormen 

te se optó por almacenar vfveres y después así transportarlas 

por medio de carruajes hacia el frente, donde se encontraban_ 

en lucha. 

Originalmente. el soldado estaba siempre alojado cerca de_ 

los habitantes de las poblaciones. ya que era una época en la 

cual los ejércitos se compontan de bandas desordenadas que a

campaban en los países que atravesaban. 

Datos tomados de la Enciclopedia Giur!dica Italiana, Milán 
1906 vol. XIV. pág. 48 y demás. --4. 



En Inglaterra en la época de los sajones y normandos, y en 

Francia en la etapa de los carolingios, existfa la obligaci6n 

de abastecer al ejército con las provisiones necesarias para_ 

el curso de campaña como armas. vestidos, vfveres. carros, 

etc., ya que estaba comprendida dentro de los requisitos gen~ 

rales para pertenecer a la milicia. Los hombres reclutados -

debfan integrarse al ejército llevando consigo provisiones p~ 

ra una campana de tres a seis meses cuando esas provisiones -

se agotaban, los soldados estaban facultados para exigir, me

diante requisición, que el pueblo proporcionara los abasteci

mientos para poder seguir adelante. 

Esa obligaci6n que tenfan los habitantes de los pueblos, -

en los cuales el ejército detenta sus operaciones para el des 

canso de sus tropas, o por otros motivos, era una forma de ifil 

puesto que en la actualidad se entiende como requisición. Sin 

embargo, encontramos tales formas que constituf an verdaderas_ 

requisiciones; por ejemplo, la obligación impuesta a los hab! 

tantes de ayudar a les soldados, vendiéndoles forrajes o vfv~ 

res y artfculos indispensables para la subsistencia que nece

sitasen en los lugares por los cuales debfan pasar. 

Durante el feudalismo este, como otros tributos. se debfan 

al señor feudal, a causa de su derecho eminente que tenfa so

bre la tierra. El señor feudal tenfa la obligaci6n de pro--

veer de todo lo que necesitaban, lo que constituyó el derecho 

de éste para dar poder y posada a todos los soldados. junto -

con los habitantes. Esto se conoció anteriormente con el nom 
--5. 



bre de "Jus Mansionaticum Droti de Gite 0 1 auvergenet 11
• 

En Franela, en la Edad Media en virtud de la costumbre del 

llamado derecho de captura o botfn, el monarca podfa apodera~ 

se del ganado, forrajes y demás, asf como de los muebles de -

los lugares donde pasaban. Ante tal ejemplo, los hombres de 

armas no dudaban en apropiarse de lo que necesitaban. o de lo 

que les gustara, de ahf que la gente huyera del ej~rcf to, por 

el temor de ser saqueada por éste. 

En Francia desde San Luis Rey hasta la Revolución, la cue~ 

tl6n de las requisiciones pas6 por un proceso sucesivo que -

provocó, en ocasiones, que se realizaran innumerables ordenan 

zas o preceptos, Una de las primeras ordenanzas se dict6 el_ 

18 de noviembre de 1115; ésta se reservaba el derecho de ha-

cer requisiciones a las personas que se les denominaba funci~ 

narios de la corona. El único con facultad para hacer requi

siciones era el tesorero quien estaba subordinado para dar el 

pago de una indemnizaci6n equitativa. Sin embargo, dicho pr~ 

cepto duró muy poco, ya que se suprimi6 el 13 de enero de 

1373 en Francia por Carlos V, mediante un edicto conocido por 

"Letras patentes'', y que oblig~ba a jurar al ej~rcito una 

lealtad que consistfa en no tomar cosas pertenecientes a la -

ciudadanfa, puesto que los abusos y las irregularidades que -

cometfa el ejército eran demasiadas. Por tal motivo Carlos V 

tom6 esa resolucf6n, dado que en el catolicismo la lealtad que 

juraban era sagrada. 
--6. 



Creados los ejércitos permanentes, los soldados fueron al~ 

jades cerca de las cuidades, mediante el pago de una indemni

zación; las persor.as que se encargaban de su abastecimiento 

eran funcionarios especiales. 

Las ordenanzas de 1485 y 1544 fueron determinadas por Fran 

cisco I y eran más explicitas y completas. ya que se puede d~ 

cir que abarcaron totalmente la materia. 

Durante la época de Luis XIII, se prevé, por medio de las_ 

requisiciones, el mantenimiento de la tropa el cual se practi 

caba regularmente. Se les asignaba una indemnizaci6n a aque

llos que fueran vfctimas de dicha requisición con la cual su~ 

sistfan. Posteriormente, se abolid en 1775 y se creó la pri

mera constituci6n de los primeros cuarteles. 

Después de mucho tiempo, el Parlamento negó al rey la ayu

da suficiente para poder mantener al ejército; entonces se r~ 

gres6 al recurso que consistía en que el pueblo mantuviera al 

ejército. 

2. Antecedentes históricos en Roma 

En Roma, las requisiciones militares tuvieron una larga tra-

yectoria. Los ejércitos eran atendidos por el pueblo y prin

cipalmente por la soldadesca extranjera. En la época de la -

República, se abandonaron las requisiciones militares con mo

tivo de las conquistas de las legiones romanas. 2 

2 Acosta Romero Miguel; México, Teoría General del Derecho Ad
ministrativo 2a. ed. Textos Universitarios pág. 237. 
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Esa forma, que fue la mSs antigüa de que se tiene noticia, 

según Acosta Romero ~., al principio consistió en los saqueos 

y pillajes por parte de las tropas, por lo que en aquel ento~ 

ces el Senado romano decidió decretar algunas leyes para pro

teger las poblaciones civiles, ya que únicamente las requisi

ciones de la tropa podfan realizarse para obtener vfveres, r~ 

pa, armas y transportes. 3 

En sfntesis,de los párrafos anteriores podemos decir que -

fue en Roma donde surgi6 por primera vez una requisicf6n. E~ 

ta afirmaci6n la avalan.muchos autores juristas que tratan en 

sus obras este acto jurfdico, y quienes dicen que el naci--

miento se encuentra con los romanos en la época de su Repúbli 

ca. También coinciden en que en Roma se acostrumbran las r~ 

quisiciones de servicios personales cuando los ejércitos, an

tes de emprender una campaña, se provefan de esclavos, galeo

tes y cargadores aún cuando a éstos no se les consideraba ca-

mo personas, sino únicamente como bienes. No faltaron orde-

nanzas y disposiciones diversas pero, más que para garantizar 

los derechos de los pobladores y sus propiedades privadas. 

servfan para corregir los abusos hacia los habitantes. 

En otros estados. se establecieron leyes de ordenanzas que 

regalmentaban la materia de requisición. y el progreso de la_ 

libertad pública. asf como las garantfas constitucionales que 

naturalmente procuraban a los habitantes los menores agravios 

--8. 



y molestias, mediante la expedición de pequeñas disposiciones 

legislativas. 4 

El problema de la requisición dur6 mucho tiempo. Las últi 

mas campañas militares que se desarrollaron en el siglo pasa

do nos muestran que las requisiciones militares se acostumbr~ 

ron en gran escala, motivadas fundamentalmente por el aumento 

de soldados en los ejércitos, lo que dió origen a mayores ne

cesidades de los mismos, las cuales no pudieron ser satisfe--

chas por los servicios administrativos mejor organizados de~ 

quella época. 

3. Antecedentes históricos en Francia 

Como se dijo, anteriormente en Europa fue donde brotó el acto 

requisitorio, en Francia prevaleció como antecedente en el d~ 

recho de persat éste data del siglo XII cuando el monarca era 

amo y señor de las tierras que servían para sostener a toda -

su corte. Más tarde, en 1355 se abolió el derecho de persa -

durante el reinado de Luis XIII y Luis XV, ya que los minis-

tros Richelieu y Mazarino autorizaban a los intendentes mili

tares de los distintos cuarteles del territorio francés, para 

permitir el alojamiento de los soldados cerca de las casas de 

la gente más pobre de las poblaciones. los ricos no lo permi 

tfan puesto que decfan que era una humillación para ellos au-

4 En Alemnnin la ley de requisici6n del 13 de junio de 1683. 
relativa a la misma en tiempo de guerra, inspirada en la -
ley Pruciana del 11 de mayo de 1651. 
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torizar el alojamiento de la soldadesca. Las influencias de 

los ricos era muy poderosa. ya que decfan que el mantenimien-

to del ejército debfa recaer sobre los más débiles. Las con 

tinuas guerras provocaban cada vez más necesidades apremian-

tes. dado que el albergue y el transporte de las tropas era_ 

insuficiente por la guerra que se estaba viviendo. Fue enton 

ces necesario imponer nuevas leyes como la que se dictd el 14 

de agosto de 1789 en la cual se estableci6 abolir los aloja-

mientas militares. No obstante, un ano más tarde, se di6 o-

tro decreto, el del 7 de abril de 1790, en el que se estable

cfa que todos los ciudadanos, sin excepción de clases, debe-

rfan estar sujetos a la obligaci6n de proporcionar alojamien

to a todos los militares. hasta que cesara la situación de e

mergencia. 

La primera ley que s~ ocupó de la materia de la requisi--

ci6n militar. y posible~ente en toda Europa, fue decretada el 

10 de julio de 1791, en donde .se admitfa la creaci6n de los -

cuarteles. Anteriormente, esta ley fue aplicada bajo la mo-

narqufa la cual tuvo a su cargo el presupuesto para el soste

nimiento de la guerra. 

En el decreto del 12 de octubre de 1791 se designó al mi-

nistro de guerra como el funcionario encargado para proponer_ 

reglamentos especiales sobre el alojamie~to ·de las requfsici2 

nes necesarias y que se estableciera en todo caso la fndemnf

zac16n. En efecto, en el regalmento del 3 de mayo de 1792 se 
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provee minuciosamente a toda esta materia y a todo reglamento 

de la misma época determinar las normas siguientes para la r~ 

quisici6n de la caballerfa, vestuario, bestias de carga. fo-

rrajes. etc. 

No obstante. estando esta materia ya reglamentada, se si-

guieron cometiendo abusos y graves irregularidades, por To -

que el gobierno francés opt6 mediante otro decreto de 19 bru-

mario aHo ll! 5 , que determinaba con toda precisi6n Tos 11 

mites del Derecho de Ta requisición, designar a los funciona

rios que únicamente podfan ejercer dicho Decreto y enmarcar -

Tas facultades de éstos mismos. 

ET consiguiente pago que integrará Ta requisición, que no_ 

era saqueo, apareci6 a fines del siglo XVII y se afirmó en Ta 

guerra de suce~i6n de España y en las campaHas de Ta Revolu-

ci6n Francesa. 

En este sentido la primera ley o Ta más explicativa, es Ta 

que se decretó en 1795,donde se disponfa que todos los artfc~ 

Tos. subsistencias y demás productos para Ta República podfan 

ser requisados, y que Tos ciudadanos que no acatan la orden, 

les serfan confiscados. Eran tan clara Ta advertencia que -

se tuvo que acatar dicho mandato y asf poder cobrar algo de -

indemnizaci6n o aceptar el despojo, sin nada de gratitud, ya_ 

que al negarse a ayudar también se consideraba como antipa--

triota, según dicho Decreto. 

5 Brumario II mes 
coincida con el 
viembre. 

del año, Republicano francés cuyo primer día 
22 de occubre y el último con el 20 de no-

--11. 



Posteriormente, en la Constituci6n de 1877 es sorprendente 

la forma que alcanz6 la requisición en cuanto al objeto, ya -

que también se dice que podian ser requisados los caminos us~ 

dos, siendo puestos a disposici6n del Ministro de Guerra. E~ 

ta disposición abarcaba al personal que laboraba dentro de di 

cha compañia, asf como la maquinaria y todos sus recursos, 

con la finalidad de poder asegurar el transporte de los mili

tares. 

La ley del 17 de julio de 1898 dispone la requisición de -

la autoridad marftima, e~ decir que las requisiciones ejerci

das por las necesidades del mar son aplicables en todo tiem

po y lugar. 

Posterio~mente. el 27 de marzo de 1906 se hace mención de_ 

las vfas navegables, que también serfan requisadas en caso de 

movilización personal que laborara en este tipo de vfas. Asi 

mismo, se requisaba toda su maquinaria. 

Con esto se puede decir que la legislación francesa desde_ 

sus inicios en este tipo de figura jurfdica requisición ) -

ha tratado y ha puesto un gran interés para poder llevar una_ 

legislación justa. Actualmente, esto se comprueba en referen 

dum que hacen el 28 de septiembre de 1958 el cual se promulga 

el 4 de octubre del mismo año y se plasma en su artfculo 34 -

tftulo V. 

"La ley fija las reglas referentes a los derechos civiles_ 

y a las garantfas fundamentales concedidas a los ciudadanos -

--12. 



pera el ejercicio de las libertades públicas, las prestacio-

nes impuestas por su persona y sus bienes. 6 

Con esto se puede decir que éste es un claro antecedente -

de la requisici6n militar. 

En resumen, estos cambio se suscitaron a rafz de la Revol~ 

ción Francesa y al hecho de poder satisfacer las necesidades_ 

del ejército. 

En el mismo Continente Europeo, por ejemplo en Espafta, se_ 

present6 el problema de las sucesiones al dictarse también u

na de las primeras leyes sobre requisición, la cual di6 pauta 

para que otras nacio~es como Italia, que estaban viviendo el 

conflicto de los ejércitos y guerras militares, pudieran rem~ 

diar el problema, ya que desde la época de los romanos exis-

ti6 la requisici6n en Italia, como se analiz6 anteriormente. 

4. Antecedentes hist6ricos en México 

México no es la excepci6n en cuanto a este tipo de figura ju

rfdica. En 1857, en el proyecto de esta Constituci6n Polfti

ca, en su artfculo 7o. ya se expresa: ''En tiempo de paz nin-

gún militar puede exigir alojamiento, bagajes ni otro servi-

cio real o personal, sin el consentimiento del propietario. 

En tiempo de guerra s61o podr~ hacerlo en los términos que e~ 

tablezca la Ley". 

6 Constitución FTancesa editada en el Año de 1958. 
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Este precepto Constitucional es de vital importancia, ya -

que en él se encuentran las bases de las requisiciones milit~ 

res, con el fin de que sirviera para solucionar una de las 

mOltiples exigencias del Estado para solventar necesidades 

prioritarias de la Armada Mexicana. Posteriormente, fue la -

base en la cual se apoyaron los grupos armados de 1910, para_ 

tener asf los bienes necesarios, y poder sostener las luchas 

por sus ideales. 

En el plan de San Luis Potosf se hace alusi6n a esta medi

da en la Fracci6~ O~cimo Primera, la cual expresa: 11 las nue

vas autoridades dispondrán de todos los fondos que se encuen

tren en todas las oficinas públicas para los gastos ordina--

rios de la administración: para los gastos de guerra, contra

tara empréstitos voluntarios o forzosos. Estos últimos s6lo_ 

serán en ciudades o instituciones nacionales. V de lo que se 

junte se llevar6 una rigurosa cuenta, otorgándose recibos en_ 

forma debida a los interesados, a fin de que al triunfar la -

revolución se les devolviese lo que habfan prestado'•. 7 

Los zapatistas tomaron medidas para poder solventar los -

gastos de la guerra. el 25 de noviembre de 1911 en el Plan -

de Ayala, en su artfculo 110. se decfa: 1'los gastos de la gue 

rra serán tomados conforme al artfculo XI del Plan de San 

Luis Potosf y los procedimientos a seguir, se harán conforme_ 

los cita el mencionado plan. 

Silva Herzog, J. Breve Hiscoría de la Revolucí5n Mexicana Ed. 
por el Fondo de Cultura Econ6mica vol. II pág. 132. 
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Posteriormente, Alvaro Obreg6n se bas6 en otro tratado, el 

de Teoloyucan del 13 de agosto de 1914. Cuando entraron 1 os 

grupos armados a la ciudad, el General Obreg6n se ofreció a -

luchar con las fuerzas armadas. advirtiéndoles que la persa-

na o soldado o cualquier individuo civil que violara, maltra

tara o allanara cualquier domicilio, se le castigarla severa

mente, advirtiendo al pueblo que ningún militar podrfa permi

tfrsele, sin autorizaci6n expresa del General en Jefe, solici 

tar ni obtener nada de lo que fuera de las pertenencias de -

los particulares. 8 

La entrada triunfal de los ej~rcitos armados a la ciudad -

de México se realiz6 por medio del acuerdo tomado por ambos -

grupos armados. La expresi6n hecha por el General Obreg6n d~ 

muestra una nota clara de que en tiempos de paz no habrá re-

querimientos de la fuerza armada, ni de los civiles, de aloj~ 

mientas, ni bagajes, siendo éste uno de los puntos que ampara 

nuestra Carta Fundamental de 1917, en su Artfculo 260. 

En 1913 Obregón estando en Sonora y al no poder contar con 

el suficiente material necesario para poder sostener su lucha, 

mand6 requisar todo el ganado vacuno de las Haciendas del No~ 

te y poder asf obtener las armas necesarias para seguir lu--

chando. 9 

8~-~-

Archivo Historia de la Secretaria de la Defensa Nacional en 
el Exp. XI/481, 5/169, tloja 172. 
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Posteriormente lo mismo sucedi6 con otros caudillos revo)y 

cionarios, como Don Francisco Villa, quien hizo lo mismo imp~ 

niendo préstamos forzosos y confiscando ganado vacuno, para -

proveerse de material bélico, asf como de vfveres. 

Con esto podemos decir que el Plan de Ayala, tomó bases 

que estaban instituidas en el Plan de San Luis, para poder 

solventar asf los combates en la Revolución. 

En una de sus cláusulas que Zapata expresa 10 sobre la re

denc16n se dice: 11 El Gobierno Federal entregará para pagar -

los préstamos que se han hecho en la Revoluc16n, la cantidad_ 

de diez mil pesos 11
• 

Con esto confirmamos que las requisiciones que se hacfan -

e11 aquella ~poca, eran con una promesa de indemnización, lo -

que ahora est~ estipulado en el Artfculo 112 de la Ley de 

Vfas Generales de Comunicaci6n, sobre la requisición a las e~ 

presas. 

En la época del porfiriato la historia nos se~ala los num~ 

rosos casos de las 1'levas'1 y la prestaci6n de servicios pers~ 

nales al margen de la Ley y de otros casos semejantes. 

Durante la Revolución se prohibieron las levas, según las 

leyes de 1912, pero el General Victoriano Huerta, antes de u

surpar el poder, estableció un cuartel el 16 de abril de 1912 

en Torreón, y como los seis mil soldados desertaban y esto -

mermaba en sus propósitos, dispuso que se llevaran a cabo las 

LO Woneack JR., John. Zapata y 1a R Evolución Mexicana, 
s. XXI lera. edicilin, 1969 pág. 389 y s.s. 

Ed. --
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levas en los estados de Zacatecas, Durango y Guanajuato, a p~ 

sarde que estaba prohibido tal procedimiento. 11 

Esta imposici6n de ingresar a las Fuerzas Armadas por ar-

den expresa del General Victoriano Huerta, sirve como antece

cente de la requisición de los servicios personales, y que ªE 

tualmente nuestra Legislaci6n Polftica, en su Artfculo So. 

Constitucional. precisa esa colaboración social enumer~ndonos 

los casos en que deben de presentar los servicios personales. 

En Concepci6n el Oro, Estado de Morelos el dfa 20 de febr~ 

ro de lg15 se expidi6 por la Secretaria de Estado y el Despa

cho de Gobierno en México, en donde se acordar.en el sosteni-

miento del Gobierno legftimamente constituido por el represe~ 

tante Francisco I. Madero, asf como el reconocimiento al Sr._ 

Eulalia Gutiérrez, como Jefe Supremo de las Fuerzas Constitu

cionales y por constituirse en la demarcación de este partido 

y fuera de ella para sostener al Gobierno legftimo. Con esto 

quedaba autorizado para poder hacer toda clase de requisicio

nes, con el fin de poder subsistir ante la rebeldía del Gene

ral Victoriano Huerta. 

En un telegrama dirigido a la Secretaria de Guerra y Mari

na, el adminiStrador principal del Municipio de Zamora, Mi--

choacán, expresa que dicha plaza fue ocupada por los rebeldes 

que dirigfa J. Renterfa Zuviano el dfa 30 de mayo, y que pos-

11 c. Valdéz J. Historia General de la Revolución Mexicana, -
Tomo segundo, Editora Mexicanos Unidos ed. 1976 pág. 450. 
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teriormente fue desocupada el dia 31 del mismo mes, imponien

do préstamos forzosos, obteniendo casi $42,000.00 del clero, 

de comerciantes y de algunos hacendados; asf corno también 250 

caballos cuyo valor era aproximadamente de $20,00o.oo. 12 

En este tipo de requisiciones se cometieron un sin fin de_ 

anomalfas, ya que se escudaban bajo la revoluci6n. Asf diri

gentes revolucionarios se aprovechaban. 

12 c. Valdez J. Historia General de la Rt1Yoluci6n ~exicana -
Tomo segundo, Editores Mexicanos Unidos 1976 pág. 82 y s.s. 

--18. 



CAPITULO 11 

LA REQU!SIC!ON COMO INST!TUCION JUR!DICA 

l. Concepto 

2. Elementos 

3. Clasificación 

4. Formalidades jurfdicas que componen la requisi

ción administrativa 



1. Concepto 

Requisición se deriva del Tatfn '' requisito''. sustantivo de -

''requisitus", que significa requerido; y que es participio, -

pasado de requiero, según el Diccionario de la Real Academia_ 

Española. 1 

Requisición significa recuento y embargo de caballos, bag~ 

jes, alimentos, etc., que para el servicio militar suelen ha

cerse en tiempos de guerra. 

La requisición ha sido considerada por mucho tiempo como~ 

na arma de tipo militar que se usó en el pasado, con el pro~6 

sito de solventar con victoria la guerra que se les presenta

ba. 

Ahora en nuestros dfas en muchos pafses del mundo, y en e~ 

pecfal en México, se aplica al ámbito de Tas necesidades pú-

blfcas de carácter civil. Aunque muchos autores han consid~ 

rada la requisici6n militar antecesora de las requisiciones -

civiles, diremos que esta observaci6n es cierta, ya que en el 

capitulo anterior de este trabajo se analizó su origen mili-

tar. 

Sigui·~~do con el analfsis de esta institución, daremos -

los conceptos que se han establecido Tos cuales son muy dive~ 

sos. 

En su tratado de derecho administrativo, F. Garrido Follo_ 

1 Dicc.ionario de la Real Academia Española, 18a. edici6n. 
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nos dice que la requisición es como la expropiacidn de uso de 

un objeto cuando es fungible; la expropiación de uso se con-

vierte naturalmente en una transferencia coactiva, ( expropi~ 

ci6n de bienes de consumo ) esta especie con peculiaridades -

propias. 2 

Creemos que este autor confunde y cae en error en estas -

instituciones, al decir o creerlas como idénticas, ya que con 

sideramos que la expropiación está definida y restringida y -

por tal motivo no estamos de acuerdo con su definición. 

Según Rodrfguez Suárez. en su obra nos dice que la requfs! 

c16n es como el derecho concedido al estado para disponer de_ 

la propiedad, con el objeto de satisfacer todas las necesida

des urgentes de la guerra,s1Cmpre que no fuese posible aten-

derlas por vfa adminsitrativa. 3 Asf mismo, este autor única

mente encuadra las necesidades de la guerra. haciendo a un l~ 

do los requerimientos de los servicios públicos y personales, 

estos últimos son los más indispensables y más usuales en --

nuestra época, puesto que ningún estado puede prescindir de~ 

11os en su legis1aci6n. Por lo tanto, la definición que nos_ 

da el autor consideramos que si cabe en este tipo de precep--

tos, solo de tipo militar. 

La legislaci6n Argentina en la ley relativa a las requisi

ciones en su artfculo 30 nos dice los siguiente: 

2 Garrido Follo, F. Tratado de Derecho Administrativo; 2da. -
edición, Editorial Madrid, 1962, pág. 245. 

Rodríguez Suárcz; Administraci6n de los Ejercitos en Campa
ña. 2da. edición, Editorial. Madrid, 1962, pág. 234. 
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''En caso de guerra o p~lfgro inminente, o catástrofe. de -

emergencias graves que se efectúen en alguna zona importante_ 

del pafs, el Poder Ejecutivo podrá efectuar las requisiciones 

que sean indispensables para prever la defensa del pafs." 

Rafael Bielsa nos indica al respecto: 

Que la causa jurfdica es la Defensa Nacional lo cual, im-

porta en forma considerable para determinar la aplicación de_ 

la ley en ios caso~ que no se trate de guerra o de peligro i~ 

minente. 4 

Con esto entendemos y podemos encontrar en esta ley los -

dos tipos de formas para detectar la requisición: en tiempos_ 

de paz o de guerra; en tiempos de paz sólo en catástrofes o~ 

mergencias graves. Por tanto, se puede decir que no sólo se

rán requisiciones militares. sino también civiles. 

Cabe hacer mención que la legislación argentina denomina -

expropiación indirecta a la requisición o uso temporal de bi~ 

nes inmuebles. El maestro Bielsa dice que en la expropiación 

anormal o indirecta, el estado es responsable y debe indemni

zar cuando ocupe un inmueble sin expropiación o despoja al -

que tiene derecho a la ocupación, aunque luego desista de es

ta actitud. 5 

De acuerdo con nuestro criterio, creemos que esta legisla-

ción argentina necesita encuadrar en orden este tipo de actos 

4 Bie1sa Rafael; Derecho Adminsitrativo; Edit. Buenos Aires; 
la ley ed. S.A. pág. 95-97. 

~· Cit. --22. 



jurfdicos adminsitrativos, y especificar y determinar lo ref~ 

rente a requisición ya, que lo único a lo que conducen es a -

una confusión, al decir el nombre de expropiación indirecta o 

requisición indirecta que para el caso es lo mismo para la l~ 

gis1aci6n argentina, ya que no hay ninguna acción indirecta -

puesto que el particular, aunque momentáneamente se ve afect~ 

do en sus derechos como propietario. 

De tal manera, que la responsabilidad del estado en cuanto 

al pago de la indemnización debe actualizarse, aun cuando ha

ya sido ocupado de manera temporal o equivocadamente, pues la 

intervención del estado en la esfera de los derechos de los ~ 

fectados ha sido consumada ocasionándoles perjuicios suscept! 

bles de ser resarcidos. 

Tanto León Duguit como Frtz Fleibuer definen a la requisi

ción como la expropiación por causa de utilidad pública de -

un mueble o del uso del inmueble. 6 Fleirner en este caso ad

mite el concepto anterior que cita Ouguit. 7 

Creemos que este tipo de definiciones son criticables, ya_ 

que se confunden con otro concepto que se da sobre la expro-

piaci6n. puesto que su afinidad es semejante, a excepción de_ 

los elementos propios y característicos que tienden a difererr 

ciar una posible definici6n. 

6 Duguit, León. Yraite de Droit Constitucional; París 1930, 
Tomo III pág. 395 y sigs. 

7 Fleirner Fritz. Derechos admniatrativcs; ( Traducido por -
Sabino A. Gendin ), Barcelona 1933, pág. 254. 
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Duez y Debeyre definen a la requisición ''como una opera--

ci6n unilateral de gestión pública. con la cual la administr~ 

ci6n exige de una persona una prestación de actividad, la pr~ 

hfbici6n de objetos mobiliarios o el abandono temporal del g~ 

ce del inmueble o de empresas, con un fin determinado o un u

so conforme al interés general''. 8 

Duces Ader define a la requisición 11 como una operación por 

la cual la autoridad administrativa en forma unilateral. con_! 

triñe a ella misma o a terceros, una prestación de servicios, 

el uso de bienes inmuebles, o la propiedad de uso de bienes -

muebles de la satisfacción de necesidades excepcionales o tem 

perales reconocidas como de interés general, en las condici~ 

nes definidas por la ley''.9 

Otro autor, Villegas Basavilbasco, afirma que la requisi-

ci6n es ''como una limitación impuesta a la propiedad privada_ 

por razones de interés público, que tiene por objeto la adqu! 

.sición coativa de cosas muebles en cantidad indeterminada o -

el uso obligatorio de cosas inmuebles, en ambos casos median

te fndemnización''. 1º 
Se puede decir que estas definiciones son incompletas, ya_ 

que ninguna nos define en forma precisa lo que es la requisi-

8 Duez y Debcyre, Droit Administratif, París, 1952. 

Ducos Ader. Robcrt, La Droti de Rcguisitiono París. 1956. -
pág. 83. 

10 Villegae Basalvilbasco, Edit. Buenos Aires, pág. 95-97. 
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ci6n, a excepción de la que indica Ducos Ader, puesto que 

tiene los'.elementos más importantes. En cambio, los que e--

nuncia Ouez O. y Villegas B. son incorrectos, ya que los ele

mentos esenciales no los enuncian ( que la requisición es un 

acto administrativo, asf como una prestación de servicios per 

sonales, como el pago de una indemnización ). 

El Lic. Andrés Serra Rojas nos dice 11 que la requisición es 

un procedimiento administrativo unilateral de cesión forzada, 

de bienes que implican una limitación a la propiedad priva-

da, principalmente para satisfacer urgentes propósitos de utl 

lidad p6blica y mediante la indemnización correspondiente". 11 

As! mismo, indica que también opera la requisición obligando_ 

a una persona a que colabore prestando servicios personales a 

la administración, dado que la constitución en su articulo 

So. asf lo marca. 

La definición del lic. Rojas está demasiado apegada a las_ 

circunstancias en que se dicta actualmente la requisición. 

Creemos que es una definición que se acepta, dado que los el~ 

mentas que reúne son apegables al decreto de requisición. 

Con la& definiciones y las observaciones que hemos dado s~ 

bre la requisición, diremos que es uno de los actos jurfdicos 

administrativos, y que no puede l~mitarse a épocas anormales_ 

de guerra. sino que también se acepta su existencia en tiem--

11 Serra Rojas, Andr6s. Derecho Administrativo. Editorial Po
rrúa, lOa. edici6n, M4btico. 1982. 
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pos de paz para satisfacer necesidades del país. 

Con los conceptos anteriormente analizados a la requisi--

ci6n se le considera como un medio de privación de la propie

dad privada, medida extremosa adoptada por necesidades de in

ter~s general colectivo. También se le considera como una -

ley establ·ecida para el momento en que dicho interés asi lo -

requiera, pueda satisfacer urgentes propósitos que no afee-

ten a la .utilidad pública. 

2. Elementos 

De las definiciones antes comentadas, se pueden integrar' los_ 

elementos jurfdicos que componen la requisiciOn y que son los 

siguientes: 

A. Es una Operación Unilateral .........••..• 

Esto significa que sólo vale la voluntad de una persona 

( Edo. ); de ahf-que dicho estado no puede estar supeditado a 

la voluntad de los particulares, ya que no podrfa obtener los 

objetos o los medios necesarios para poder solventar un inte

rés público y, por lo tanto, tiene que recurrir a la colaborA 

ci6n forzosa de los particulares, misma que se lleva a cabo -

mediante un acto unilateral. El autor Gast6n Jeze hace una -

singular equiparaci6n de la situación del requisado con el -

deudor, diciendo que un impuesto es una manifestación unilats 

ral del estado, la que crea a cargo del particular. 12 

12. Jcze, Gast6n. Los principios generales del Derecho Adminis 
trativo (Traducido a la 2a. cd. por Carlos García Ovicdo,
MadTid, 1928. pág. 24. 
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Pensamos que lo anterior es erróneo puesto que el contrib~ 

yente no obtiene una indemnización pecuniaria por la presta-

ción que otorga el estado. En cambio el requisado no tiene -

pérdidas ni beneficios lucrativos por estar estable~ida una -

indemnización que compence la pérdida del bien o el derecho -

al uso de Sll inmueble. 

B. Es un procedimiento administrativo ..•••.•.... 

Aquf. la realización de la requisición tiene que llevar un 

procedimiento administrativo, facultad que otorga el poder e

jecutivo. ya que es el único que puede realizar actos admini~ 

trativos, canalizados por medio de sus dependencias ( secret~ 

rfas y departamentos de Estado ). El poder legislativo tiene 

relaci6n al crear la ley que rija únicamente el procedimiento. 

El poder judicial da la fijación del mandato de la indemni 

zación, cercior~ndose que el pago se realice conforme a lo e~ 

tablecido, para que la indemnización sea justa. 

e.constriñe a los particulares (personas ffsicas o morales) ... 

El estado por medio del poder administrativo obliga a ejecu-

tar a los particulares las necesidades de interés público, es 

decir que esta a cargo de los particulares la obligación de -

proporcionar a la administración pública lo que ella conside

re pertinente para satisfacer las necesidades del interés pú

blico. Este tipo de obligación puede efectuarse a las persa-

nas ffsicas como a las morales, dado que el mandato que se hA 
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ce es de caracter general. 

D. Colaborar o a prestar •••........ 

El servicio que se realiza es un beneficio para la colectivi

dad pública; dicho servicio se hace por medio de un proceso. 

E. Una prestaci6n de servicio .•....•.. 

En caso de necesidad pública, la administración puede imponer 

a los particulares un servicio personal. para ayudar o suplir 

la insuficiencia de los medios ordinarios con que cuenta; por 

ejemplo. cuando se necesite evacuar una zona en desastre y el 

personal capacitado sea insuficiente, se requisarán los servi 

cios personales de los particulares para emplearlos en dicha 

evacuac16n ( Art. So. const1 tucional ) . 

En principio Jeze dice que todo individuo, sin distinci6n 

de ninguna especie, raza, sexo. nacionalidad o edad, puede -

ser requisado. 13 

Como comentario se puede anotar que este autor al señalar_ 

que toda persona puede ser requisada, y al referirse a la e--

dad, creemos que puede caerse en el hecho de una persona en--

ferma no razonable. ya sea por la edad o un demente que no -

puede ser útil a la patria por su incapacidad mental. 

Otra forma de requisici6n de servicios personales es la -

que se refiere a los servicios profesionales, de fndole so--

cial en los cuales el estado impone al particular la obliga--

13 Jeze C. Ob. Ci.t. pág. 439. --28. 



ci6n de prestar un servicio en favor de la naci6n. 1 ~ 

También la ley reglamentaria de los artfculos 4o. y So., -

relativos al ejercicio de las profesiones en los distritos y_ 

territorios federales, establece en su capitulo séptimo, los_ 

casos en que estudiantes profesionistas estarán obligados a -

prestar el servicio socia1 15 , siendo el más preciso el de la_ 

requisici6n de servicios personales, establecido por el art. 

60 de la propia ley que seílala lo siguiente: 11 En circunstan-

cias en que el pafs se encuentre en peligro, por conflictos -

internacionales o desgracia pública, sin excepci6n todos los_ 

profesionistas estén o no en ejercicio, quedarán a disposi--

ci6n del Gobierno Federal, con el fin de que puedan prestar -

sus servicios cuando asf lo dispongan las leyes de emergencia 

respectivas, dichos servicios son en base a los conocimientos 

que han adquirido, aunque muchas veces los servicios que se -

presten no requieran de un saber o de conocimiento. E~ nece

sario prestar una colaboraci6n personal para satisfacer una M 

tllidad püblica". 

F. Satisfacer necesidades de intéres público ........... . 

En este tipo de elementos la administración emplea los obje--

tos requisados en un fin determinado, es decir, que. lo requi

sado es únicamente para beneficiar las necesidades de un int~ 

14 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, art. 
5o. 

15 La ley reglamentaria de 1os arts. 4o. y So. Constituciona
les del 30 de diciembre de 1944. 
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rés social, por ejemplo, se requisa a X y Z para alojar a los 

damnificados de una catástrofe sfsmica ( 19 de septiembre de_ 

1985 }. Este ejemplo de requisición siempre se real izará e.!!_ 

uso de bienes, dado que se utilizará para alogar a los afect~ 

dos en este tipo de situaciones. La requisición de uso que -

se realizará será únicamente temporal hasta encontrarles alo

jamiento en donde puedan vivir nuevamente. 

G. Satisfacer necesidades excepcionales o temporales ...... . 

Este tipo de elementos que la administración pide para que se 

pueda satisfacer una requisición se realiza conforme a las Si 
tuaciones en que el interés social así lo exija; un ejemplo -

lo serfa el que se acaba de analizar en el párrafo anterior. 

El Estado considera los casos de urgencia que ameriten la a-

tenci6n de satisfacer necesidades excepcionales o temporales, 

e impongan las requisiciones pertinentes a los bienes muebles 

o inmuebles y personales para poder solventar dicho conflicto 

o problema social. 

H. Hacer uso como interés general ...•.....•... 

Dicho uso se debe encaminar a la solución de un problema de -

la colectividad donde se ven afectadas a terceras personas. -

estando por este motivo justificado el sacrificio de un bien_ 

menor en favor de un bien mayor. La finalidad es la siguien

te: se requisa un bien para satisfacer otro que sirve para -

beneficio colectivo social. 
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l. Mediante el pago de una pronta y justa indemnización ..... . 

La administraci6n otorga un pago al propietario por el servi

cio de bienes muebles e inmuebles. así como personales que r~ 

quisa, para que a éstos no les afecte en sus patrimonios. 

Dicho pago que se realiza se lleva mediante un proceso que 

determinará el valor que tenga que dar sobre el bien requisa

do y se pagará conforme a lo estip~lado por la ley por dichos 

derechos reales requisados. 

3. Clasificación 

Con relación a la requisición de los elementos que anterior-

mente mencionamos. podemos decir que existen dos tipos de re

quisición que a continuación se mencionan. 

REQUISICIONES 

Requisiciones 
Militares. 

Requisiciones 
Administrativas. 

Sólo podrán sucitarse 
cuando: exista peli
gro de gu_erl'.'a con o-
tra nación; sea alte
rada la paz interna o 
exista el rompimiento 
de las garantfas so-

ciales previamente ya 
decretadas. 

Requisiciones Bienes_ 
Inmuebles. 
Requisiciones person~ 
les. 
Requisiciones Bienes_ 
Muebles. 
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Como se puede apreciar, en el cuadro sin6ptico 1 clasificamos_ 

las requisiciones según las definiciones que analizamos en P! 

rrafos anteriores. Para este trabajo la que nos interesa es 

la administrativa para poder llegar asl a la finalidad de es

te tema. 

A. Bienes Inmuebles 

Es la llamada requisición de uso, que en este caso puede a-

barcar todos los tipos de bienes que sean muebles e inmuebles 

pero en la generalidad de sus casos sólo puede afectar a los_ 

bienes inmuebles, pero no existe motivo alguno para que se e~ 

cluya a los bienes muebles, ya que en esta especie la admini~ 

tración impone al propietario del bien ''la obligación de te-

ner a disposición del requisante el objeto requisado 11
• 

Es importante seílalar que este tipo de.·requisición crea en 

favor del requisante un derecho personal, que en el momento -

de tomar posesión del bien, se convierte en derecho real. 

B. Bienes Muebles 

La propiedad o el uso de los bienes muebles es la llamada re

quisición de propiedad que tiene por objeto únicamente bienes 

muebles o derechos, que deben ser tipicamente fungibles. 

En una requisición de un bien no interesa quién es el suj~ 

to requisado, puesto que no va afectar un objeto único e in-

fungible. Un ejemplo de este tipo serfan las requisiciones -

de cosechas de azúcar, café, etc., que realiza el Gobierno -
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con el objeto de evitar el llamado comúnmente "mercado negro", 

En dichos incisos es importante señalar que en este tipo -

de requisición temporal que se realicen sobre los bienes que_ 

señalamos anteriormente, debe existir un pago de indemniza--

ci6n por el uso que se les dé, este tipo de pago se realizará 

mediante un procedimiento administrativo, ya que es necesaria 

dicha formalidad para que exista el acto requisitorio. 

C. Servicios Personales 

Aquf en la requisición de servicios personales se le impone -

al sujeto requisiado la obligación de desempeñar una determi

nada función de inter~s social que se realizará por cuenta -

del Estado. En el art. So. Constitucional se establece el --

precepto al cual nos referimos anteriormente, ya que se anali 

zará en otro capftulo. 

4. Formalidades jurfdicas que componen la requisici6n admini~ 

trativa 

Es conveniente hacer menci6n de las formalidades jurfdicas que 

a través de este trabajo serán fundamentales para llegar al -

objetivo de esta tesis y que a continuación se encuadran en -

una sinopsis. 

l. Que exista un conflicto que ponga en peligro el interés 

social o la e~onomía Nacional. 

1.1 En este caso, serfa que las partes en conflicto { em-

presa y sindicato ), no llegaran a un acuerdo en el problema_ 
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de huelga y que el servicio que prestan sea necesario para la 

nación ( teléfonos, ferrocarriles, telégrafos y lfneas aéreas 

del pa!s ). 

11. Que sea decretado por el Poder Ejecutivo Federal el ª.f. 

to requisitorio, y publicado en el diario oficial de la Fede

ración. 

2.1 Este tipo de acto podrá decretarse después de que se -

confirme la legalidad de la huelga, y lo hará el Presidente -

de la República, en donde los Srios. de Trabajo y Prevención_ 

Social y el de Comunicaciones y Transporte estén de acuerdo_ 

con el acto de requisición. 

111. Que al término de dicho acto jurfdico se realice, el 

inventario y pago de indemnización, si es que hubiera pérdida 

o desgaste alguno de los bienes muebles o inmuebles, objeto -

de la requisa. 

3.1 Esto es, se llevará acabo el inventario de los bienes 

existentes, por el administrador que designe el Poder Ejecutl 

va Federal en sustitución del Director General, y se hará el_ 

pago correspondiente, de lo que tuvo pérdida o desgaste mate

rial. es decir, se daráuna indemnización. 

IV. Que la misma autoridad que decretó la requisición, le

vante dicho acto y lo publique en el Diario Oficial. 

4.1 Al término del conflicto que suscitó el acto requisit.Q. 

ria, se hará saber a las partes el levantamiento de dicho ac

to, de la misma manera en que fue publicado, retirando de 1-

gual forma al personal administrativo que se utilizó durante_ 

la requisición. --34. 



CAPITULO 111 

CLASES DE REQU!SIC!ON E INDEMNIZACION 

1. Requisiciones: M11 i tar y Civi 1 

2. La Re qui si ci6n Mll i tar 

a) Ca.usa 

b) Objeto 

3. La Requisición Civil 

a) Causa 

b) Objeto 

4. Indemnización 

s. Diferencias y Analogfas entre las dos clases 

de requisición 

6. La división de las presta_cfones personal es 

7. Requisición, Concesión y Reversión 



l. Requisiciones: Militar y Civil 

Se ha estudiado en capitules precedentes la requisición civil 

y militar. Ya que desde sus orfgenes ha sido de e.sa clase y_ 

asf se seguirá haciendo, aunque ahora ampliando nuestro campo 

de estudio a las requisiciones civiles, principalmente a la -

luz de la doctrina francesa y también se incluye parte de la_ 

argentina que marcha adelante en ésta materia en los últimos_ 

anos. 

La requ1sfci6n militar ha evolucionado en Francia, Italia_ 

y Alemania de una manera extraordinaria, en otros pafses rel~ 

tivamente, en las dos últimas conflagraciones mundiales que -

ha sufrido la humanidad en el presente siglo, la de 1914-1918 

y 1939-1945, y eso se explica por las necesidades que han te

nido los ej~rcitos de las naciones conte~dientes, para procu

rarse bienes o servicios personales, para llevar a cabo su -

felfz o infelfz objetivo, según hayan sido vencedores o vencf 

cos -

Es en Francia, en ese gr·an pafs donde se han promulgado -

numerosas leyes refiriéndose a los objetos más variados: fe-

rrocarriles, autom6viles. naves aéreas y marftimas, minas de_ 

combustibles, electricidad, gas, mercancfas depositadas en -

los almacenes generales de dep6sitos, etc. 

Al mismo tiempo y casi paralelamente a la requisición mili 

tar, naci6 la requisición civil, por lo menos en Francia, se

gún se se~a16 en la parte histórica, pero éste en su desenvol 
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vimiento no ha seguido la misma fortuna que la militar y es -

hasta un año antes de la segunda contienda mundial, cuando em 
pez6 a tomar preponderancia en la Ley del 11 de julio de 1938, 

que prevee las requisiciones civiles y posibles en tiempos de 

paz y en diversas disposiciones terminada la guerra; pues la_ 

gran guerra debfa facilitar la proliferación de numerosos te~ 

tos particulares, creando prestaciones nuevas para responder_ 

a necesidades nuevas. 

Una vez terminada la Guerra, el problema del alojamiento -

se impuso con tal agudeza, que los poderes. pQblicos, despu~s_ 

de haber sometido las actividades civiles a las necesidades -

militares, utilizaron el procedimiento militar de la requisi

ci6n para resolver ese problema social. Asf aparece la orde

nanza del 11 de octubre de 1945 y las requisiciones de aloja

miento.1 

La falta de legislaci6n para las requisiciones en general, 

sorprendió a muchos pafses en las dos guerras mundiales, sin_ 

una legislación adecuada, los obligó a improvisar disposicio

nes de emergencia a medida que las necesidades de la guerra -

los urgfan. 

Inglaterra, que ya habfa recibido la dura lección, en 1914-

1918, entró a la segunda contienda deprovista de una legisla

ción eficiente para afrontar las necesidades que en bienes y_ 

1 Rober Ducoa-Ader., Le Droi& de Requisition., Primera edi--
ci6n1 París. 1956, pág. 30. 
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servicios personales la guerra impone. 

que decir de Estados Unidos, el pafs de las previciones 

y de la organización excelencia, fue sorprendido a su vez por 

la segunda guerra sin una legislación conveniente sobre ésta 

materia. 

Aunque es verdad que con su potencia industrial y exhube-

rante y notable criterio práctico, tanto uno como otro pafs -

han podido superar las dificultades y llegar a la victoria -

final, oero ello no fué sin a~gustias y sacrificios y sin pa

gar el alto tributo de los errores derivados. de la imporvisa

ci 6n. 

El actual presidente de los Estados Unidos cuando era el 

jefe del estado Mayor del Ejército, en su informe final, al -

retirarse en 1948 de sus funciones consignó, con palabras elQ 

cuentes y con la franqueza de un gran soldado, esa situación_ 

de ausencia o de franqueza y deficiencia legislativa y la ne

cesidad de rectificar cuanto antes ese estado con ·las si----

guientes frases: 

''Tenemos ahora, ante los proyectos presentados al Congre--

so, la oportunidad de convertir en Ley, las medidas que nos~ 

segurar~n la necesaria movilización de hombres, plantas de -

producción y materias que constituyen la defensa total. 

En el futuro inmediato, por medio de debates abiertos, re

cogiendo e impulsando información de los más diversos órganos 

y de todas las fuentes, el congreso puede promulgar leyes, -

que aseguren, tanto la máxima organ1zaci6n de la Nación para_ 
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su defensa en caso de guerra, como una completa salvaguardia, 

contra amenazas o daños a nuestro sistema democrático''. 2 

Actualmente la Enmienda 111 de la Constitución de Estados 

Unidos, dispone: ''Ningün soldado será,en tiempo de paz, alo--

jada en ninguna casa sin el consentimiento de su dueñon ni 

tampoco en tiempo de guerra, sino en la forma prevista por la 

Ley". 

2. Requisición Militar 

Con anterioridad se ha propuesto una definición general de la 

requisición, ahora se dará otra abordando ya en concreto la -

militar. 

Louis Rolland la define de la manera siguiente: 

''La requisición militar es una operación del poder püblico 

en virtud de la cual un particular es apremiado por una auto

ridad militar francesa de ceder ciertos objetos muebles a caM 

sa de las necesidades de la armada y eso mediante una indemni 

zación, en principio por lo menos''. 3 

Esa definición no es del todo completa, pues peca de cier

tas omisiones; en primer lugar no fija las bases constitucio

nal y legal 1 en segundo lugar, no sólo en particular puede -

ser apremiado a ceder ciertos bienes, sino también una perso

na moral, en tercer lugar, la autoridad militar puede exigir_ 

2 Boletín Jurídico Militar., Julio-Dic./53, Artículo de Osear 
Ricardo, Sacl1eri., p5g. 15. 
Luis, Rolland. Précis de Detroit - Administratit, Novena e
dición, París., 1947, p. 527. 
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a Tas personas el disfrute de los inmuebles; además Rolland -

olvida que se pueden requisar servicios personales y empresas. 

Después de haber hecho las anteriores observaciones, a la 

definición de Rolland, se estima que la definición quedarfa -

en los siguientes términos: 

La requisición militar es una operación unilateral del po

der público. por la cual dentro de las condiciones estricta-

mente determinadas por la Constitucf6n, Tas Leyes y los Regl~ 

mentas, una persona es apremiada por una autoridad militar -

- sea francesa, alemana, mexicana. italiana, etc. - según el_ 

pafs que ejercite el derecho de requisición. de ceder ciertos 

objetos muebles, el goce de los inmuebles o de las empresas. 

la prestación de una actividad personal, a causa de las nece

sidades de la armada, mediante una indemnización. 

a} Causa 

La requisición se inicia, como se habfa señalado antes, en c~ 

so de movilización total, movilizaci6n parcial y reunión de -

tropas. esa era en 1 a Ley de 1877, pero en la Ley del 21 de -

Enero de 1935, se adiciona otra cosa fuera de los c~sos pre-

vistos y es ºcuando las circunstancias lo exigen". Esa exige!! 

cia debe ser constatada por un decreto en consejo de los mi-

nistros bajo la autorización del Ministro de Guerra. 

El problema es determinar si en tiempos de paz se pueden -

realizar requisiciones militares, pues el término 1'cuando las 

circunstancias To exigen", es demasiado amplio dando la impr,!t 
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si6n de que en cualquier momento las autoridades militares. -

pueden efectuarlo; no se cree que se llegue a tales extremos. 

puesto que por la mayoría de las constituciones está prohibi

do hacer requisiciones en tiempos normales, justificándose en 

caso de guerra debidamente, ya que precisamente se trata de ~ 

vitar el pillaje; ahora bien, si se autorizaran en tiempos de 

paz. todo mundo estaría expuesto a los excesos y desórdenes -

de los militares. 

Lo que hace la Administración es prevenirse en tiempos de_ 

paz. efectuando por ejemplo, censo de automóviles.y en caso -

de guerra es cuando se realiza la requisición. 

El derecho de requerir, pertenece a la autoridad militar y 

la requisición se hace mediando ciertas formas, debiendo ser_ 

siempre formuladas por escrito y firmadas, mencionándose la -

especie y cantidad de las prestaciones impuestas y siendo po

sible se fijará su duraci6n. 

De la ejecución de la requisición.- Toda requisición debe 

ser dirigida al Ayuntamiento, debiendo ser notificada al Al--

cal de, salvo casos de extrema urgencia o de fuerza mayor, de 

repartir las prestaciones exigidas entre los habitantes y -

contribuyentes. 

b) Objeto 

La requisición militar, tiene variados objetos, bienes mue--

bles que se consumen por el primer uso, por ejemplo cuando se 

trata de alimentos ya sea para soldados o animales; los tran~ 
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portes: naves aéreas, marftimas, ferrocarriles, autom6viles, 

etc. 

En relación a los objetos requisables. la doctrina distin

gue entre la requisición de propiedad o de uso. ( los inmue-

bles y las empresas no pueden ser objeto más que de requisi-

ciones de uso o administración ) según que la administración 

requiera definitivamente la propiedad del bien requisado o de 

aquélla no reciba más que el derecho de usarlo o administrar

lo temporalmente. 

También se requisan los servicios personales. v.gr., los -

servicios de un gufa, los de los empleados de una empresa, en 

el inciso que sigue se estudia con más amplitud los servicios 

personales, siendo válido para ambas requisiciones lo que se_ 

expondrá más adelante. 

3. Requisición Civil 

Hemos hurgado en diferentes libros de autores que tratan de -

ésta materia, y en ninguno se encontró la diferenciación de -

la requisición civil. Louis Rolland, nos dice que las requisi 

cienes civiles son hechas para las necesidad~s de los servi-

cios públicos o de la población ti vil, lo que señala ese au-

tor son los fines a los cuales se destinan esas requisicio--

nes. 4 

Rafael Bielsa. autor argentino seHala que son las que se e 

4 Op. Cit. p. 256. --42. 



fectúan por motivos de alimentación general. 5 

En la legislación francesa, un artículo adicionado a la -

Ley, de 3 de julio de 1877, hablando de la requisfci6n civil, 

dice que en caso de urgencia, bajo la orden del ministro de -

guerra o de la autoridad militar superior encargada de la de

fensa del lugar, él puede por vfa de la requisición ser pro-

visto en la formación de Tos aprisonamientos necesarios a Ta 

subsistencia de los habitantes del lugar. 

Pierre Vigny. comenta que Tas requisiciones civiles. con-

ciernen a los ciudadanos que son llamados a asegurar los fun

cionamientos de Tos servicios públicos en tiempo de guerra. 6 

Con sobrada razón, nos dice Andrés Serra Rojas. que eso de 

requisiciones civiles y autorizándose para las necesidades 

del pa fs, es una f6rmul a no muy precf sa y de a pl i cae! 6n ambf

gua. 7 

No obstante que Ta doctrina no se pone de acuerdo, en el -

determinar cuáles son unas y cuáles son otras, asf como la o~ 

curidad que existe en ésta materia tan antigua en sus orfge--

nes, pero tan moderna en su concepción, nosotros con los ele-

mentas que tenemos ya estudiados al definir la requisición en 

general creemos estar en Ta posibilidad de dar una definición 

que quedarfa en los términos siguientes: 

5 Derecho Administrativo.• Sta edici6n. 1956, p. 445. 
6 Citado por Rolland. Op. Cit. P. 448. 
7 Loe. Cit:. 
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La requisici6n civil es una operación unilateral del poder 

público por la cual dentro de las condiciones estrictamente -

determinadas por la Constituci6n, las leyes y los reglamentos, 

las personas son apremiadas pOr una autoridad civil ( en alg~ 

nos casos militares ) en tiempos de paz o de guerra. de ceder 

ciertos bienes muebles o el uso de los inmuebles e de empre-

sas, la prestación de una actividad personal, para satisfacer 

las necesidades de la poblaci6n civil, mediante una indemniz~ 

ción. 

El fin promordial es la satisfacción de las necesidades de 

la población civil, ahf está la diferencia de la requisición_ 

militar que es para satisfacer necesidades de la armada. 

Al término necesidades se le puede dar una extensión tan -

amplia y las necesidades de la población son tantas y tan va

riadas que ahf podemos inclufr los distintos elementos que -

nos dan los autores en ésta requisici6n, a saber: alimenta-

ci6n general. servicios públicos, catástrofes o emergencias -

graves, etc. 

Se dice en tiempo de paz y de guerra, porque en esas candi 

cienes se efectuarán las requisiciones civiles.no dando lugar 

a confuci6n con la militar por el ffn distinto que tiene una 

y otra. 

a) Causa 

De acuerdo con la legislaci6n francesa, Laubadere, nos indica 
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que se abren en los siguientes casos 8 : 

A. Movilizaci6n. 

B. En el caso de agresi6n manifiesta. 

c. En periodo de tensi6n exterior cuando las circunstancias 

lo eligan. 

La legislaci6n argentina en el artículo JO, de la Ley rel~ 

tiva a las requisiciones dice: ''En caso de guerra o de peli--

gro inminente, o en caso de catástrofe o de emergencia grave 

que se efectúa en alguna zona del pafs importante, el poder ~ 

!ecutivo podrá efectuar las requisiciones que sean indispens~ 

bles pra proveer a la defensa nacional''. 

Comenta Rafael Bielsa, del anterior artfculo, que la causa 

jurfdica es Ta defensa nacional, lo cual importa mucho para -

determinar la aplicación de la l~y en los casos que no se tr~ 

ta de guerra o de su peligro inminente. 9 

Nosotros opinamos que ''en caso de catástrofe o de emergen

cias graves", es cuando se aplica el derecho de requisici6n -

en tiempos de paz, sin perder su caracterfstica de aplicación 

en circunstancias extraordinarias o urgentes. 

asf tenemos que ya no se trata de una requisición mili-

tar, sino de una de carácter eminentemente civil. 

En Francia los fines para los cuales se emplea, la clase -

de requisici6n que se estudia, es para la satfsfacci6n de 

8 André Laubadere, Droti Administratif., edici6n de 1953, 
novena cdici6n, p. 848. 

9 André Laubadere, Ob. Cit. p. 546. 
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las necesidades generales del pafs. 

Arriba se seílal6 la interpretaci6n tan extensa que se le -

puede dar al término ''necesidades 11 y se le aílade la palabra -

"generales", se. podrfa decir, que para satisfacer necesidades 

comunes, queriendo, indicar que las necesidades baladíes se-

rfan satisfechas por medio de esa requisición estaría mejor -

que dijera necesidades apremiantes o urgentes, aunque la ley_ 

serfa la indicada para determinar casos concretos de necesi

dades. 

Es oportuno el comentar que la Ley del 27 de Febrero de --

1920, autorizando las requisiciones civiles, en su articulo -

primero dice, que en tiempos de paz, en caso de interrupción 

parcial, de la explotación de las vfas férreas, la autoridad 

civil podrá constituir por medio de requisición temporal, los 

medios de transportes necesarios al abastecimiento de las po

blaciones y al funcionamiento de los servicios públicos. 

lqu! claramente la legislaci6n limita la requisici6n al 

transporte necesario sólo para el abastecimiento de la pobla

ción y al funcionamiento de los servicios públicos. 

La jurisprudencia completa la obra del legislador interpr~ 

tanda en un sentido extenso la noción de necesidades del país, 

el Consejo de Estado admite por ejemplo como legitima la re-

quisición empleada para alojar a los funcionarios no desplaz~ 

dos, para albergar a familias numerosas, etc. 

Sin embargo, el Consejo de Estado, exige naturalmente, ba

jo pena de desvfo de poder, que la requisición no sea emplea
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da en interés privado, en vista de favorecer a un particular, 

o en vista de un fin que no sea otro que las necesidades del 

paf s. 

b) Objetivo 

Son múltiples los objetos de la requisición civil, con una S.Q. 

la excepción: la propiedad de los inmuebles, el tantas veces_ 

citado Laubadere, los cataloga de la manera siguiente 10 : 

A. Empresas, establecimientos industriales y comerciales. 

B. A los individuos que pueden ser requisados individual o 

colectivamente ( el personal de las empresas ). 

c. El uso de los inmuebles. 

La legfslac16n argentina, incluye en materia de servicios_ 

personales, tratándose de colectividades, los sindicatos, los 

gremios y las asociaciones. 

En cuanto a los bienes pueden ser muebles o inmuebles 11 

semovientes, etc. 

Las requisiciones civiles pueden justificarse por motivos 

o sucesos circunstanciales y variables; por lo demás esos mo

tivos suelen ser especiales, v.gr., extinguir una plaga gene

ral, o una epidemia, cooperar a un salvamento, etc. 

10 Op. Cit. pág. 814 
11 En Argentina si se puede requisar la propiedad de los in-

muebles, porque 1a requisici6n es una cxpropiaci6n 1 es la_ 
misma instituci6n 1 pero si las dos figuras administrativas 
son la misma instituci6n, una de ellas no tiene ~"z6n de -
ser, ¿en qué se distinguen una de 1a otra? 
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Las requisiciones también tienen por objeto servicios per

sonales, en la materia. 

De buen o mal agrado. las personas son obligadas a colab~ 

rar prestando servicios personales a la administración y ése_ 

carácter forzado de su colaborador, lo distingue de los fun-

cionarios cuya entrada al servicio público es voluntario. 

De ése carácter forzado, de la participación al servicio_ 

público resulta lógicamente una triple consecuencia que es v! 

lida para todos los colaboradores.forzados: 

A. Su investidura dentro de la empt·esa administrativa, no_ 

puede resultar más que de un acto unilateral puro y simple, ~ 

manado de la autoridad competente, está ahf una diferencia -

con el acto nombramiento del funcionario que analizándose --

bien es un acto unilateral. pero combinado de una resolución_ 

resolutoria: la aceptaci6n del individuo designado. 

B. La condici6n jurfdica del colaborador forzado no podrá_ 

ser nunca por parte contractual; la colaboración le es impue~ 

ta, él no podrá luchar con la administración para que se con

vegan determinadas condiciones en que prestará los servicios; 

no hay lógicamente materia de contrato. La situación del co

laborador forzado, es pues como la del funcionario, una situ~ 

ci6n legal y reglamentaria. Y el acto unilateral de designa

ci6n del colaborador forzado no puede tener m&s que la porta

da jurfdica de un acto , condición que fija sobre la cabeza 

del individuo considerada la situaci6n legal y reglamentaria. 
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C. La colaboración' forzada se analiza. en relación al ind_i 

viduo que es obligado a proporcionar los servicios. ya que en 

una limitación a su actividad. a su libertad individual. pue_! 

to que él va a ser obligado a prestar un concurso de activi-

dad personal. a la administración. En consecuencia y conforme 

a los principios generales gobernando a las libertades indiv_i 

duales. la colaboración forzada. necesita para ser regular,~ 

na autorización legislativa. 

La administración no puede recurrir más que en los casos -

autorizados por la Ley, para los fines y objetos fijados .por_ 

la misma, en ffn, el recurso a la colaboraci6n forzada es re

vestida de garantfas procesales establecidas en el interés -

mismo de los individuos requisados. 

Se pueden distinguir varias categorfas de colaboradores. 

Primera Categorfa.- Las requisiciones temporales. Hay en_ 

primer lugar aquellos quienes se demandan servicios pasajeros 

accidentales implicando, una prestación personal claramente -

determinada y claramente determinada, y que será en general -

de corta duración. ,v.gr .• el mensajero. el gufa, el conductor 

que la armada requisa aplicando la ley del de julio de 1877. 

También cuando se requisan los servicios. en caso de acciden

tes, de incendios. de inundaciones y de otras calamidades. 

En esos casos la situaci6n no tiene nada de contractual,~ 

lla es dominada por el hecho que esas calamidades ocasionales 

no entran dentro de los cuadros permanentes de la administra-

ci6n son pasajeras. --49. 



Segunda Categorfa.- Las requisiciones permanentes. Se tr~ 

ta de requisiciones permanentes, por cierto tiempo el carac-

ter de permanencia, de la colaboración se aproxima más al fun 

cionario. Esas requisiciones de servicios voluntarios y per

sonales. aparecen en los peri6dos de crisis para hacer frente 

a las necesidades de la crisis en la vida de un pafs, asf se 

tiene que al lado de una movilizaci6n militar existe una movi 

lizaci6n c1vil. 

La requisic16n permanente se encuentra como el funcionario 

de una situaci6n jurfdica general o impersonal, más el conte

nido es diferente. 

Tercera Categorfa.- Los agentes al servicio forzado. Aquf 

las personas son puestas por la ley, a colaborar de una mane

ra forzada al servicio del público, pero dedicando toda su a~ 

tividad, toda su personalidad; él debe su tiempo al servicio 

públivo y debe servir con abnegación; como el funcionario e-

xiste una permanencia dentro de su situación, el tipo clásico 

de ésta categorfa, es el soldado llamado en virtud de las le

yes de reclutamiento. a hacer su servicio militar activo, o a 

efectuar un periodo de instrucción como reservista. 

Las mencionadas autores hacen la distinción que existe en

tre un funcionario que ingresa al servicio de la administra

ción por medio de un contrata, y el de una persona a quienes 

se requisan servicios siendo por medio de un acto unilateral. 

Se clasifican las requisiciones en permanentes y tempera-

les, pero no se nos dice que pueden ser individuales, según -
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que se requisan los servicios de una sola persona o de un grM_ 

pode individuos, como en el caso de una empresa que se requl 

san los servicios de todos los empleados. 

Las requisiciones personales, no pueden ser establecidas -

más que por la Ley, pues implican una tabal de las libertades 

garantizadas por la Constitución, y sólo el legislador es ca~ 

petente para el principio y las condiciones bajo las cuales -

se puede ejercer ése derecho. El legislador no puede imponer 

la requisición más que en los casos excepcionales y se puede_ 

afirmar que no es posible sólo en caso que falte otro procedi 

miento, eficaz respetando la libertad individual. 

En fin, la requisición no puede ser impuesta más que en in

terés absolutamente esencial, de la colectividad, sea que se_ 

trate de asegurar ciertas actividades importantes para el 

bien de la colectividad 

nundaciones, etc. ) 12 
prestaciones en caso de epidemia, i 

4. Indemnización 

En la requisición como en la expropiación, la persona afecta

da tiene derecho a una indemnización, 

La indemnización es, el resarcimiento de los da~os causa-

dos. que se cubren principalmente con dinero. 13 

Andrés Serra Rojas, dá una definición, válida para la exprQ 

12 Pierre. Vigny. Droit Administratific., Bruxc11es. 
pág. 217. 

13 Citado por Rafael Bielsa, QJ!.. ~· pág. 630. 

1953, --
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piaci6n que se han cambiado algunos t~rmfnos y se aplican a -

~sta materia, quedando de la manera siguiente: 

La indemnización en materia de requisición, es la suma en 

dinero que se cubre a la persona afectada con un procedimien

to de requisición. 

En Francia, el reconocimiento del derecho de indemnizar e

xistió ya en el antiguo r~gimen; se le consignó expresamente 

en textos legales durante la Revolución ( Decreto del XIX br~ 

mario, ai'io JI, y Ley del 4 nivisi, ai'io III ), y se afianz6 e

se princ.ipio, en el periodo de la última guerra, finalmente -

se dictó una legislación ( en especial la del 6 de junio de -

1919 ), y se formó una jurisprudencia que bajo el principio -

de derecho de indemnización por requisiciones y por hechos de 

guerra, extendió considerablemente el campo de responsabili-

dad del Poder Público. 14 

En principio toda requisición da derecho a la indemniza--

ción, pero se exceptúan los casos siguientes: 

a) El alojamiento de la tropa de paso, en casa del habita~ 

te o su acantonamiento por una duración máxima de tres noches 

en cada mes• dicha duración aplicándose indistintamente a la_ 

estancia de un solo cuerpo o de cuerpos diferentes en casa de 

los mismos habitantes. 

b) El acantonamiento de las tropas que hacen maniobras. 

c) El alojamiento en casa del habitante o el acantonamien-

14 Citado por Rafael Bielsa, Op. Cit. pág. 444. 
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to de las tropas reunidas dentro de los lugares de moviliza-

ci6n y sus dependencias dentro del periodo de movilización, -

un decreto fijará la duración. 

La fijación y el pago de la indemnización, son posteriores 

a la requisición; sin embargo, en numerosos casos, hay tari--

fas establecidas con anticipación,en otros la indemnización 

es establecida por una comisión ( que valúa el bien requisa-

do ), que deberá comprender el número por igual de represen-

tantes de la administración pública y de representantes de 

grupos económicos, industriales, comerciales o agrfcolas. 

51 el interesado no acepta la indemnización propuesta por_ 

la comisión, él tiene un recurso ante el Juez de Paz del Can

tón, quien dará un dato aproximado de lo que debe de pagar, a 

la Autoridad Militar, y al reclamante; en caso de que no haya 

concfliaci6n el Juez pronunciará su resolución. 

Como se puede apreciar, en principio todo el procedimiento 

es administrativo, pero en algunos casos se dá intervención a 

la autoridad judicial. En Argentina, la Ley es más explfci-

ta, pues las decisiones de las comisiones son susceptibles de 

recursos ante la justicia federal, pudiendo promover tanto 

los representantes del Estado como los propietarios afectados. 

lQué fecha se toma como punto de partida para hacer el av~ 

lúa del bien requisado? La doctrina toda uniforme, dice que_ 

el valor debe ser apreciado al dfa de la requisición, es de-

ci r, que el valor que tenfa el bien el dfa que se efectuó la_ 

requisición, ese servirá de base para fijar el monto de la in 
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demnizaci6n. 15 

Los servicios personales también tienen su indemnización -

en forma de retribución o compensación o sueldo; la remunera

ción o salario de los movilizados en el servicio civil. será_ 

fijado por la autoridad requisante, sobre la base del sueldo_ 

inicial del empleo ocupado o de la función desempeñada a la -

cual éste empleo le es asimilado. Los salarios serán fijados 

sobre la base de los normales y corrientes en la industria -

respectiva o similar. según las le$eS y reglamentaciones obr~ 

ras en vigor o contratos de trabajo vigentes en el lugar .. 

5. Diferencia y analogfas en las dos clases de requisición 

lo que diferencia Tas dos clases de requisición. es su natur~ 

leza. La diferencia de la requisición militar de la civil. -

no es tanto el carácter público del agente u órgano adminis-

trativo, que lo realiza. (es decir, militar en un caso. ci-

vil en el otro ). sino el fin inmediato de la requisición. 

La requisición militar, regulada por la Ley se justifica y 

se define por la necesidad de la organización y funcionamien

to eficaz del ejército; se trata de un servicio público: el -

de la fuerza armada; por eso la autoridad competente en requ1 

siciones es siempre militar y con poderes de ese orden. 

La requisición civil, tiene por objeto inmediato el aprov~ 

chamiento de medios naturales o elaborados industrialmente, o 

15 Citado por Rafael Bielsa, Andrl! Haoriou. Ob. Cit. pág. 340. 
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la ejecuci6n de prestaciones personales indispensables para -

la satisfacci6n de las necesidades de alimentaci6n, vestua--

rio. vivienda y asistencia médica de la población; en éste -

sentido también podrfa hablarse de un servicio público, por-

que el carácter y concepto del servicio público resulta, de -

una idea dominante, que es la satisfacción de necesidades co

lectivas, y la acci6n o prestación directa o indirecta, del -

Estado, mediante el ej7rcicio del poder. 

Por lo demás, hay caracteres y situaciones que hacen a ve

ces decisivamente convergentes las lfneas de las dos clases -

de requisici6n; pero la principal situación, en que opera és

ta emergencia es la guerra, y la única razón la saluda públi

ca¡ o sea, la necesidad pública. 

a. Caracteres comunes y diferencias. 

En general, las requisiciones civiles, tienen de común con -

las militares las siguientes caracterfsticas: 

Primera.- Dar a la autoridad competente la atribución de_ 

obligar a los particulares la entrega de ciertas cosas ( las 

que son objeto de requisición ), o a prestar los servicios -

personales necesarios. 

Segunda.- El derecho a ser indemnizada cuando la presta-

ción es de cosas. 

Pero a su vez, se diferencian ambas figuras, por el objeto 

y fin inmediato, de una y otra. La requisición militar se op~ 

ra para un fin militar, por autoridades militares; la requisi 
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ci6n civil. se realiza para un fin no militar, sino para el -

servicio civil, la ?Oblación civil, por autoridades civiles -

si están organizadas con ese objeto, aunque eventualmente pu~ 

den serlo militares. 

Tienen de común ambos reg1menes que 1a indemnización no -

es previa, a la desposesión. lo que se explica por la urgen-

tia, pues una dilación determinada por la fijación previa del 

peso, y su pago serfan inconvenientes, e inclusive podria ma-

lograr la eficacia de la requisición. 

Algunos autores. para diferenciar las requisiciones civi-

les de las militares parten de la idea de que sólo los milit~ 

res se justifican por motivo de servicio público. A juicio -

nuestro, - de Bielsa por supuesto - en las requisiciones tiY.i 

les puede considerarse también como básica la idea de servi-

cio público; todo depende de la extensión que se dé al conceE 

to, de servicio público. 

6. La división de las prestaciones personales 

Rober Oucos, expone en su libro, que las prestaciones person~ 

les pueden estudiarse desde el punto de vista de las requisi

ciones colectivas y de las individuales. 16 

En las requisiciones colecti~as, incluye los servicios si

guientes: 

16 Rober Ducos Op. Cit. pág. 96. 
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a. De los agentes y obreros de los servicios públicos. 

Esa forma de requisición fue admitida por la ley del 11 de j~ 

lio de 1938, y por decreto del 28 de Noviembre de 1938, se e~ 

pecific6 su aplicación, pues desde la publicación del decreto 

de movilización general o del decreto de apertura del derecho 

de requisición, hasta la publicación del decreto poniendo fin 

al derecho de requisición, todo franc~s no llamado bajo la -

bandera, toda francesa o todo aquél que preste sus servicios 

a la administración, al tftulo que sea aún temporal. es obli

gado sin orden especial, de ocupar el puesto que ocupa o el -

de trasladarse a otro lugar que le sea asignado por la autori 

dad competente. 

b. La requisición de los servicios del personal de las empre

sas nacionalizadas. 

Según la Ley del 8 de abril de 1946, que trata de la naciona

lización de las empresas de electricidad, ·Y de gas, prevfa -

que a partir de la promulgación de esa Ley el personal de to

do rango que estuviera participando en la explotación de las 

instalaciones y en el funcionamiento de las empresas, debfan_ 

qued~r en sus funciones actuales, bajo el régimen de la requi 

sici6n. En el caso de supresión del empleo, la persona afec

tada debfa ser cambiada a otro establecimiento militar con -

las mismas ventajas que gozaba en el empleo anterior. 

Son innumerables las disposiciones dictadas por las autori 

dades francesas por las que se requisan los servicios person~ 
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les de las empresas industriales, comerciales, etc., indispen 

sables en la defensa nacional o del interés público. También 

los servicios personales de la totalidad de las miembros de -

una profesi6n. v.gr., las servicios de los médicos, los enfeL 

meros, etc. 

c. Requisiciones Individuales. 

Son aquellas que según el individuo sea o no su actividad to

tal absorbida, y hay también requisiciones de servicios perm~ 

nentes a de servicios intermitentes. 

Las dos formas no son. por otra parte, incompatibles, pues 

es perfectamente concebible que un individuo debe asegurar un 

servicio permanente en una f~brica y un servicio intermitente 

en la defensa pasiva. 

Las prestaciones de servicios permanentes son las destina

das a la producción industrial y agrícola, la Ley del 31 de -

marzo de 1928, dice que todo francés de sexo masculino que no 

esté sometido a las obligaciones de la ley militar, podría 

ser individualmente convocado a tftula de requisici6n civil, 

excepto el caso de incapacidad ffsica absoluta, para ser em-

pleado en tiempo de guerra en los servicios administrativas y 

econ6micos. 

En la requisic16n de servicios intermitentes encontramos -

los servicios de los gufas, mensajeras. el tratamiento de los 

heridos y enfermos en casas particulares. 
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7. Requisición. Concesión y Reversión 

Veamos ahora. en cuáles de las diversas legislaciones que se_ 

han estudiado, se da la posibilidad de que sean requisados -

los bienes y los servicios personales. de una concesión. La_ 

Ley francesa que ha llegado a grandes alcances en ésta mate-

ria. es la que con más precisión determina que sf se puede r~ 

quisar los bienes y servicios personales en las concesiones. 

La multicitada Ley de 1877, señala que los medios de transpo~ 

te de toda naturaleza, comprendiendo el personal, puede ser -

motivo de requisición; corroborando lo dicho se han promulga

do leyes, en las cuales se obliga a las compañfas del ferroc~ 

rril, a quienes se ha dado la concesión de explotar ese servi 

cio público, a poner a disposición del Ministro de Guerra to

dos los recursos que tuvieren las compañfas tratándose de bi~ 

nes como de servicios personales. Aunque lo anterior se rel~ 

cfona con las requisiciones militares, se cree que también p~ 

drfa aplicarse a las civiles. 

En la legislación argentina. siendo tan bien elaborada y -

extensa. se opina que pueden requisarse los bienes y servi--

cios en las concesiones, pues el articulo 30 de la Ley relat! 

va. a las requisiciones autorizadas al poder ejecutivo, de e

fectuar todas las requisiciones que sean indispensables, como 

se ve se dá amplio margen a que efectúe el Poder Ejecutivo -

con un amplio margen para las requisiciones que éste crea con 
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En relación con Estados Unidos, no existe la posibilidad -

de que sean requisadas las empresas a quien se ha dado la con 

cesión de un servicio público, pues la Enmienda III. de la -

Constitución que se c1t6 al principio del presente capftulo -

se refiere a la inviolabilidad del domicilio, es decir, es -

una garantfa individual que tiene todo ciudadano norteameric~ 

no de que su hogar sea respetado. 

Ahora nos toca ver si en nuestra legislatura se rlá la posf 

bilidad de ser requisadas las empresas que gozan de una cene~ 

sión de parte del Estado; y se contesta que sf es posible y -

no s61o eso, sfno que en el medio ya ha sido un hecho, como -

sucedió en enero pasado, en que se requisaron los bienes y -

servicios personales de las empresas aéreas. 

Antes de continuar adelante, es preciso aclarar un proble

ma y es el de determinar si es que existe alguna relación en-

tre la reversión, de las concesiones, y la requisición; es d~ 

c1r, si la requisición es una manera de reversi6n. Por su---

puesto que se contesta que no, veamos antes qué es la rever--

sión. 

Andrés Serra Rojas. cita una definición de Escriche, di--

ciendo que con la palabra reversión, se designa la restitu--

ción de una cosa al estado que tenfa o la devolución de ella 

a la persona que la posefa primero. Comenta también el autor, 

que cuando los bienes afectos a la concesión, vuelven nueva--

mente al Estado, por realizarse las circunstancias que se ex

presan en la Ley, se está en presencia de los diversos casos 
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de reversi6n en materia de concesiones. 

La reversi6n - continúa diciendo-. es un acto administra

tivo derivado de la ap11caci6n de una ley, que establece a f~ 

vor del Estado, un derecho que se deriva de la misma natural~ 

za, del acto complejo original, y se ha estimado que es una -

imposici6n legal que el Estado hace a su favor, correlativa y 

complementaria de los derechos que se han creado en favor de_ 

los concesionarios. 17 

La reversión tiene como el más importante efecto jurfdico_ 

el de hacer volver la totalidad de los bienes afectados en la. 

concesión al Estado. 

Como se puede ver, la requisición y la reversi6n, son dos_ 

figuras administrativas diferentes que operan en distintos c~ 

sos y en diferente forma. La primera por lo regular en las -

concesiones, pudiendo ocurrir normalmente al vencimiento del 

término fijado o anticipadamente al ser rescatada o secuestr~ 

da la concesión por el Estado, en virtud de falta grave o de 

abandono del servicio por parte del concesionario, y en todo 

caso, al declarar el Estado que la concesión ha caducado. 

En la reversi6n vuelven los bienes en su totalidad al Est~ 

do; es como una especie de compensac16n que recibe el Estado_ 

por el derecho de explotación del servicio que goza el titu-

lar de la concesión. 

En la requisición no, los bienes inmuebles y mucho menos -

l7 Loe. Cic. --61. 



los servicios personales pasan a poder del Estado. sino que -

el Estado en determinadas circunstancias ( casos de necesida

des militares. civiles y por otros motivos que las leyes de-

terminen ), requisa a las empresas que en realidad es una ad

ministraci6n o intervención de las mismas que nunca pueden -

referirse a la propiedad, pues para el caso que el Estado qui 

siera que los bienes de las empresas pasaran a su dominio, e

xiste otra instituci6n que es la expropiaci6n y aún la misma_ 

reversión. 
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CAPITULO IV 

LA REQUISICION Y SUS DIFERENCIAS CON OTRAS INSTITUCIONES JURl 

DICAS 

l. Expropiaci6n 

2. Confiscaci6n 

3. Decomiso 

4. Restricci6n Administrativa 

s. Nacional fzaci6n 



La requi.s.irión y sus diferencias c.on otras. instituciones jurJ. 

dicas 

Al iniciar el estudio de la requisición en el derecho admini~ 

trativo estimamos pertinente referirnos al concepto y difere~ 

cia con otras ciencias jurfdicas. dado el vfnculo jurfdico -

que puedieran tener aichas instituciones y que a continuación 

se analizarán. 

l. Expropiación 

Es una de las limitaciones impuestas a la propiedad privada -

en razón del inter~s público y cuya incidencia es directa so

bre lo perpetuo t requisic16n en propiedad ). considerada 

por algunos autores como una ~igura affn a la expropiación 

por causa de utilidad pública. 1 Sin embargo. la afiniaad de_ 

estas instituciones contiene elementos caracterfst1cos que se 

asemejan en situaciones que el pafs lo requiera. dado que el 

interés es el mismo \ utilidad pública ). 

La expropiac16n es un procedimiento administrativo de aere

cho público en virtud del cual el estado, y en ocasiones un • 

particulas subrogado en sus derechos, unilateralmente y en e

jercicio de su soberan1a procede legalmente. en forma correc

ta, en contra de un propietario o posedor, para la adquisi---

D'Alessio F. Instituzioni de Diritto Administrativo Italiano 
Tomo II, lera. edición, Edit. Torino, Roma. 1976. 
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ci6n for2ada o traspaso de un bien por cuasa de utilidad pú-

b1 ica y mediante una indemnizacf6n justa. 

Otra definición es la de Garugno P. y J. M. y Oucos Ader,_ 

R. quienes afirman que es un procedimiento administrativo de 

derecho público, por el cual el estado, obrando unilateralmen 

te, adquiere bienes de los particulares para el cuMplimiento_ 

de su fin de utilidad pública, y mediante el pago de una 1n-

demn1zaci6n justa y previa. 

En consecuencia, de Ta expropiación resulta la p~rdtda to

tal o parcial del bien privado, por un motivo de utilidad ge

neral, sea para la construcción de una obra o para la presta

ci6n de un servicio público. 

Por ello podemos decir que el derecho que el expropiado g~ 

zaba sobre la cosa, se extingue en beneficio de la comunidad, 

que este derecho está substituido por otro derecho: el de la_ 

fndemnizaci6n. 

Por tales razones, se puede afirmar que el elemento que di 

ferencia a la requisición de la expropiación es el de la de-

claración de utilidad pública, dado que en los dos actos jurf 

dices dicha declaraci6n es esencial. En cambio en la expro

piación no afecta la disposición del bien por parte de propi~ 

--65. 



tario. sino que es necesario que el expropiante llegue a un -

acuerdo con el expropiado sobre la cantidad que va a pagar c~ 

mo indemnización o qué monto sea fijado por el poder judicial. 

Otro elemento de diferencia es que la simple declaraci6n -

de utilidad pública puede afectar la disponibilidad del bien. 

El propietario ya no puede disponer de esa propiedad, no obs

tante que en ese momento no se haya consignado la indemniza-

ci6n. Asf mismo, jamás se van a afectar los bienes inmuebles 

~ino únicamente las cosas muebles o derechos, en cambio la e~ 

propiación afecta tanto a los bienes muebles como a los inmu~ 

bles, debiendo tener lo~ bienes carácter de fungibles. Los -

bienes que son requisables nunca son determincbles unilateral 

mente¡ en cambio los objetos que son expropiados deben ser d~ 

terminables o específicos. 

Otro tipo de diferencia radica en que en la requisición -

los objetos que fueron requishbles serán siempre fungibles; -

en la expropiación es todo lo contrario, ya que los bienes s~ 

rañ tipicamente infungibles. También en la expropiación se -

quitan bienes muebles e inmuebles en forma definitiva y a pe~ 

petuidad; en cambio en la requisición. no pasa asf, sino que_ 

únicamente se toman los bienes temporalmente para satisfacer_ 

necesidades excepcionales y urgentes. 

En la requisici6n se satisfacen necesidades de épocas dif! 

ci1es. que son de carácter transitorio y de urgencia. esto es 

en cuanto a su constitucionalidad, dado que asf 1o enmarca 

nuestra Cor.stituci6n Polftica para la seguridad de la nación 
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en cuanto ésta se encuentre en peligro y en circunstancias a

normales; sólo asf podra hacerse la declaración de requfsi--

ción. En cambio la expropiación se puede hacer valer en cual 

quier tipo de circunstancias, ya que se declarará en el mamen 

to en que la utilidad pública lo necesite ya que dicha facul

tad la otorga nuestra Carta M3gna. 

Para concluir. diremos que estas dos instituciones jurfdi-

cas son: 

A. L~ requisición que exige circunstancias anormales y U.!. 

gentes que sean temporales y ocasionales. 

B. La expropiación se puede dar en cualquier tipo de cir-

cunstancias, ya sean anormales, de caracter duradero que la M 

tilidad pública lo pida. 

2. Confiscación 

Según Marc Lamber la confiscación se define como una adju· 

dicaci6n que se hace en beneficio del estado, de los bienes -

de una persona y sin apoyo legal- También se dice o afirma -

que toda expropiación sin indemnizaci6n será confiscaci6n. 

Los orfgenes de esta fnstitución proceden de la época de -

los romanos. ya que era una pena por la que se privaba de sus 

bienes a las ciudadanos que se les consideraba poscritos, es_ 

decir, fuera de la ley y prfvados de sus derechos civiles y -

2 Lambert, Harc., Les Effets civil de 1a conf~scation gene~n
les des biens, Dol1oz 1 Par!s, 1949. pág. 53. 
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politices? 

Otra definición afirma que la confiscación implica el apo

deramiento de todos los bienes de una persona; es el apodera

miento por el cual una autoridad se apodera de cosas u obje-

tos en beneficio del estado, no dándose un apoyo legal. 

~n el artfculo 22 de la Constitución Polftica expresa en -

su µárrafo I: ''Las penas que quedan prohibidas, entre ellas -

la multa excesiva, la confiscación de bi~nes y cualqui~r otra 

cosa inusitada y trasedentales.4 

No obstante. en el II párrafo se agreqa que no se conside

ra como confiscaci6n de bienes de aplicación total o parcial 

de ·los bienes de una persona hecha por la autoridad judicial_ 

para el pago de la responsabilidad civil, resultante de la e~ 

misión de un delito o para el pago de impuestos o multas. 

De acuerdo con algunos autores, diremos, y estamos de a--

cuerdo en que la confiscación es inconstitucional ya que asf_ 

se dice en el artfculo 14 párrafo I y artfculo 22 párrafo I, 

ya que se trata de una medida arbitraria administrativa que -

forma parte de las pe~as pecuniarias en beneficio del estado, 

por un funcionario o empleado público, investido de una repr~ 

3 Acostn Romero, Miguel., Teoría General del Derecho Adminis
trativo de la U.N.A.M. 1975, p5g. 241. 

4 Ver a: Castillo Velasco, Derecho Const!tucionol., Cop. VII. 
Montiel y Duarte. Garantías Individuales Tit. IV 

Cap. IX. 
Rodríguez, Derecho Constitucional pág. 4~8. 
Lozano, Derecho del Hombre, pág. 272 n 280. 
Vallarta Votos T. I págs. 225 a 283; Tomo IV págs. -
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sentación legal que despoja a un particular de sus pr~pieda-

des, posesiones o derechos. 

Asf, teoricamente, creemos que el Código Penal para el Di~ 

trito y Territorios Federales, en su artfculo 24 inciso 8, h~ 

ce referencia a Ta confiscaci6n.y no se ajusta a lo dispue3to 

por la Constitución Polftica. 

La diferencia que pudiera exi•tir con la requisición radi

ca en que la confiscación no tiene derecho a que se le indem

n1ce por. sus bienes que fueron objeto de dicha confiscación; 

en cambio en la requisición sf se da dicho pago de indemniza

ci6n. Asf mismo, .en Ta confiscación no se devuelven los bie

nes confiscados; sin embargo, en la requisici6n es temporal -

la adjudicación de los bienes que fueron objeto de requisi--

ci6n. 

3. Decomiso 

El decomiso es una sanci6n o pena que establece la ley, que -

consiste en la pérdida de la cosa en que incurre. el que co-

mercia con géneros prohibidos; también se define como la pér

dida del que contraviene algún contrato en el que se estipuló 

esta pena o cosa decomisada, o que esta en decomiso convenci~ 

nal. 

El decomiso aparece en nuestra 1egfslaci6n administrativa_ 

como una sanción o pena que priva a una persona de bienes mu~ 

bles, sin indemnización, por la infracción de la ley adminis
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tratfva o en los casos indicados del Código Penal. donde una 

autoridad judicial. como medida de seguridad, se incauta de -

los instrumentos y efectos del delito. 5 

Esta incautación de bienes que realiza la autoridad admi-

nistrati'la debe hacerse manteniendo las garantías de legali-

dad y audiencia ( art. 140. párrafo 11, art. Ho. párrafo 1 ) . 

Diremos que el decomiso es una medida de privación peñal, me

dida represiva y que tiene su campo de aplicación en el dere

cho penal y administrativo. ya que es aplicable a la pérdida_ 

de los instrumentos con que se comete el delito. 

El c6digo Penal para el Distrito y Territorios federales, 

prevé en su art. 260. fracción IV. asf como en el 420. y 42 -

bis. fracci6n a, by c., el delito del decomiso. 6 El c6digo_ 

Penal en el art. 171 bis a, 171 bis b, 171 e, 171 bis d, pre

vé el decomiso contra delitos de la riqueza for~stal que sean 

de uSO prohibido. 

Asf mismo, se decomisarán los objetos de usos l fcitos sol~ 

mente que el acusado sea por delito internacional.· Pero si 

pertenecen a terceros, sólo se decomisarán cuando hayan sido_ 

empleados para fines delictuosos con conocimiento de su dueño. 

Al incautar los instrumentos que se decomisaron. el estado

puede darles el uso que fuera necesario sirviendo a la utili-

5 Serra Rojas, An<.1 rt?s., Derecho Adninistrativo., Segundo tomo 
l }Oa. edición, Editorial Porrúa,, México, 1981, pág. 326~ 

6 Código Penal para el Distrito y Territorios Fe~eralcs art. 
260. fracc. VI., 42, 42 bis b, y fracci6n ª• b, c. 
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dad pública, o bien destruirlos si fuere necesario, por ejem

plo la introdocci6n de enervantes tóxicos que dañan la salud 

de la gente que los ingiere. El otro ejemplo más común en -

nuestros dfas es el contrabando de aparatos eléctricos o ma-

quinaria. Al decomisar dichos aparatos el estado puede dar-

les otro uso de utilidad pública, ya que legalmente están dQ 

cumentados por el estado. 

Asf, podemos decir que el decomiso es una sanci6n contra y 

sobre el producto de actos prohibidos, por lo cual la indemn! 

zación es nula. 

La diferencia que podemos dar es la siguiente: 

A. En el decomiso la pérdida de la propiedad es total y js 

más puede ser parcial o temporal; en cambio en la requisición 

la pérdida de la propiedad es temporal y nunca puede ser to-

tal. 

B. En el decomiso no se da una indemnización por los obje

tos decomisados; en cambio en la requisición si se paga una -

indemnización previa a la ley. 

C. En el decomiso existe un procedimiento de audiencia y -

legalidad previo para llevar a cabo la decomisación; en cam-

bio en la requisición no se da procedimiento conforme a la -

constitución. 

D. Para concluir. diremos que el decomiso es una figura j~ 

ridica consignada en la ley, y que su aplicación en la autorl 

dad administrativa persiste al mantener las garantias de leg~ 

lidad para su validez, en cualquier momento. Con esas dife--
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rencias no se puede confundir con la requisici6n, dado que en 

el apoderamiento que se hace en ambas. una sirve para la uti

lidad pública y la otra para perjudicarla. 

4. Restricci6n Administrativa 

Este tipo de actos jurídicos de restricciones administrativas 

se refiere a la obligación que crea a cargo del particular o_ 

propietario de la obligación ''de no hacer o de dejar de ha--

cer11. 7 

La diferenciación que existe entre estos dos actos jurfdi

cos administrativos es muy importante y, a mi juicio, consid~ 

ro necesaria su inclusión en este capftulo. 

A. Una de las diferenciaciones reside en la restricción a& 

ministrativa existe la obligación de no hacer X o de dejar h~ 

cer X cosa. en cambio en la requisición se crea generalmente_ 

la de dar X cosa, por ejemplo, en la requisir.ión administratl 

va la obligaci6n de no hacer más allá de cierta altura una 

construcción, o la obligación de dejar poner o fijar sobre la 

pared de su propiedad placas de nomenclaturas de las calles y 

avenidas. 

En cuanto a la requisici6n podemos mencionar la obligaci6n 

del requisado de dar en uso el bien que se le requisó, o en -

la obligación de hacer una prestación de servicios personales 

( la prestación de un servicio personal determinado, en caso_ 

7 Mayer O. Q.E_. ~- Tomo Il pág. 322. --72. 



de necesidad pública ) . 

B. Otro elemento que la diferencia es el concerniente al -

de la indemnización, dado que la restricción administrativa -

no da lugar a la indemnización, ya que no implica una dismin~ 

ci6n del derecho de propiedad ni un menos cabo en el patri~o

nio del particular, debido a que no se produce n~ngún daño j~ 

rfdfco para un pago de indemnización par los daños ocasiona-

dos por la administraci6n lo que se convierte en una confisc~ 

ci6n. 

Por último diremos que las restricciones administrativas,_ 

llevan una carga impuesta en la propiedad. 8 

A mi juicio, c~eo que este tipo de carga impuesta a las ~

restricciones administrativas, desde el momento que esta mod~ 

lidad se da, el propietario del bien inmueble est§ obligado a 

hacer o dejar de hacer lo que el interés público determine p~ 

ra su propio beneficio. 

S. Nacionalización 

La nacionalización es un régimen de derecho público, estricto 

establecido en la Constitución Polftica, por medio del cual -

determinados bienes pasan al dominio total exclusivo y defin! 

tivo de la nación. que en lo sucesivo será la única que podrá 

disponer de ellos con arreglo a la ley.9 

8 Bic1sa 1 Rnfnel.. Oh. Cit. pág. 675. 
g· Rodríguez F., Aspe"Cco-;-Bociales de la nacionalización, Rcv. 

de ndmon. Pública.• I.E.P. Madrid, 1950, pág. 173. 
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Otra definición que podemos mencionar con respecto a esta 

institución jur!dica, es la siguiente: 

Según la teorfa francesa, consiste en el cambio de régimen 

de derecho público; o bien, en el cambio de titularidad sobre 

bienes o empresas mercantiles o industriales. 

Conforme a la medida que en el interés público se manifie~ 

ta con gran intensidad, el estado tiene la obligación de asu

mir esa responsabilidad al eliminar a los particulares que. -

inspirados en un interés público. Por e90, en algunos pafses 

se ha llevado a cabo la nacionalización de mucha~ actividades 

reclamadas por el interés general. como ya lo mencionamos an

teriormente. 

Existe la diferenciac16n entre la nacionalización de bie-

nes y la requisición de propiedad, ya que para establecer di

ferenciación entre ambos institutos debe tenerse especial cui 

dado, pues por ser tanto el uno como el otro modos que utili

za el estado para la adquisición del dominio. pueden dar lu-

gar a ciertü confusión. 

Su principal discordancia consiste en lo siguiente: 

Según opina Ouez y Debeyre, la nacionalización no conduce_ 

necesariamente a la traslación de propiedad. lo que trata de_ 

eliminar la dirección o el provecho capitalista. Se pueden 1 

maginar f6Pmulas que consagren este re~ultado, sin que los -

propietarios de las empresas nacionalizadas pierdan la propig 
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dad de ésta. 10 

Por el contrario, la requish:.iGn en propiedad, como su"º!!! 

bre lo indica, afecta al propietario del bien, teniendo por -

resultado la transferencia de la propiedad. 

Otro elemento distintivo es el realtivo a los bienes afee-

tables: 

La nacionalizaci6n afecta a los bienes inmuebles y empre-

sas comerciales o industriales, en tanto que la requisición -

en propiedad afecta Onicamente a los bienes muebles. 

Por lo que se refiere a la indemnización, en ambos instit~ 

tos es elemento concurrente, pero en la nacionalizaci6n se a

cepta un régimen diverso y radical para aquellas actividades_ 

que deben nacionalizarse, pero realizar actividades antinaci~ 

nales o de provechos ilfcitos. 

10. Duez y Debeyre Ob. Cic. pág. 882. citado por 
Scrra Rojas, And°rés-.-,-El Derecho Adminiscrativo. Ob. Cit. 
pág. 644. 
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CAPITULO V 

LA LEGALIDAD CONSTITUCIONAL DE LA REQUISIC!ON 

1. Art. 89 Fracc. 1 

2. Art. So. Párrafo !11 

J. Art. 160. Frac e. IV 

4. Art. 270. Párrafo 111 

5. Art. 290. 



El acto requisitorio necesita. al igual que cualquier acto -

realizado por una autoridad, un fundamento legal que lo acre

dite en cualquier momento como ley y, por tal motivo, el acto 

requisitorio lo enéontramos en los artfculos 89 fracc. I. art. 

So. 160. párrafo '¡v, así como en el 270. párrafo Jll, y 290. 

de la Constitución Polftica que a continuación analizaremos. 

l. Artículo 89 fracci6n J. 

En este artfculo se da el paso para que el presidente de la -

RepOblica, en uso de las facultades otorgadas y conferidas 

por este artfculo, pueda disponer las requisici6nes de los 

bienes que afectan la economfa del pafs o que el interés pú-

blico así lo determine. 

Dicho artfculo versa de la siguiente manera: 

''Las facultades y obligaciones del presidente son las si-

guientes: 

I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el congreso -

de la unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exa~ 

ta observancia;'' 

Este artículo nos indica que el presidente de la República 

tiene la obligación de velar por los intereses administrati-

vos de la nación, esto es, que al ver un conflicto social que 

afecte a los intereses económicos, tendrá las facultades para 

poder promulgar y ejecutar las leyes que el congreso expida. 

En conclusión, diremos que este artfculo dé la pauta para_ 

poder hacer valer el artículo 112 L.V.G.C. ( Ley de Vías Gen~ 
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rales de Comunicación ). ya que es el tema que nos ocupa en -

este trabajo sobre las requisiciones. 

2. Artfculo So. pfrrafo lll 

En este artfculo constiturional se expresa lo siguiente: "Na

die podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la -

justa retribución y sin pleno consentimiento salvo el trabajo 

impuesto como pena por la autoridad judicial ......... " 

Este párrafo es bastante claro, dado la facultad que tiene 

la autoridad al imponer a determinadas personas la obligación 

de dedicarse al trabajo. profesión o industria que sean nece

sarios, requisando sus servicios personales o s~ actividad -

con o sin consentimiento. 

Este es un caso clásico de requisición en prestación de -

servicios en los cuales el individuo requisado recibe un pago 

justo y retribuido por el servicio prestado, aunque se suspeE 

dan las garantfas que se establecen en la Constitución y que_ 

están consagradas en el artfculo So. 

A continuación, dentro del mismo articulo, se señalan cuá

les son los servicios personales que ex~resamente están auto

rizados por dicho artfculo y sub•rdinados por la ley; el de -

las armas y el de los jurados, asf como el desempeño de los -

cargos concejiles y los de elección popular directa o indi-

rectamente. 

Las funciones electorales y censales podrán tener carácter 
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obligatorio y gratuito. fn dicho artfculo. nos encontramos -

con dos tipos de servicios de requisición; los primeros son -

profesionales de fndole social, y son obligatorios y retribuj_ 

dos; los segundos, son de servicios personales que están tex

tualmente escritos en nuestra Constitución Polftica Mexicana 

en el artfculo So., de fndole social, que tendrán carácter o

bligatorio y gratuito. 

Para concluir en el comentario sobre este artfculo, dire-

mos que existen elementos esenciales para que exista el proc~ 

dfmfento requisitorio y por lo tanto no puede faltar. 

3. Artfculo 16 párrafo IV 

Dice: "En tiempo de paz ningún miembro del ejército podrá al.!! 

jarse en casa particular contra voluntad del due~o ni imponer 

prestaci6n alguna. En tiempo de guerra los militares podrán_ 

exigir alojamiento, bagajes. alimentos y otras prestaciones,_ 

en los términos que establezca la ley marcial correspondien--

te 11
• 

Hago una observaci6n con relaci6n a lo que trato de acen-

tuar;, el legislador al decir que ningún miembro del ejército_ 

podr& alojarse en casa particular contra la voluntad del 11 du! 

Ho'', se refirió no s61o al propietario del inmueble sino tam

bién al arrendatario, ya que de lo contrario esto causarfa u

na lim1tac16n a la garantfa, al caso de que el alojamiento se 

efectuara en contra de la voluntad del dueHo, pud1éndos·e imp.2. 

ner en contra del que 'sin ser dueHo estuviera en posesión del 
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inmueble, por ejemplo el arrendatario. 

En cuanto al segundo punto del párrafo artfculo de este dj_ 

ce: ''En tiempo de guerra los militares podrán exigir aloja--

miento, bagajes. y alimentos y otras prestaciones, en los réL 

minos que establezca la ley marcial correspondiente''. 

El comentario que se puede desprender de este párrafo es -

el siguiente: Que el tipo de requisici6j que se nos presenta_ 

es el de uso y propiedad. 

La requisici6n en uso consiste en el alojamiento que po--

drán exigir los milftares en los Lienes ~ílmuebles. 

La Requisici6n en propiedad que consiste en la propiacion 

de bagajes. alimentos y otras prestaciones; al decir apropia

c16n se refiere a que dichas prestaciones se llevarán a cabo_ 

forzosamente o expontaneamente dado que las circunstancias en 

ese momento asf lo ameritan, el uso de esta última parte de -

este párrafo se refiere exclusivamente al rompimiento de la -

paz entre dos potencias o un conflicto interno que altere la_ 

paz en el pafs. 

La relación que existe con el artfculo 29 constitucional -

que reglamenta el Peto requisitorio es semejante ya que la -

ley deberá ser el resultado de las prevenciones generales en_ 

los casos de una perturbación grave de la paz pública, di---

chas perturbaciones generales tienen regularmente con base, -

la suspensi6n de garantlas decretadas previamente. 

En cuanto a un mal uso que se le diera a este párrafo con~ 

titucional es el momento dec,.&e sin existir un conflicto de_ 
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guerra se abusará. la ley marcial en su artículo 3250. define 

el delito de pillaje como la oevastacion, aprop1ac16n del bo-

tín, contrabando, saqueo y violaciones con~ra las personas¡ y 

el articulo :i27o. castiga tas requis1ciones forzosas al igual 

que el artfcu1o.57o. fracc. 11 inciso A al decir que es un d~ 

lito contra la disciplina militar. 2 

Este tipo de medidas se tomaron a colaci6n de que en tiem

pos anteriores en la época del porfiriato se sucitaron numer~ 

sos casos en que existfan leyes, y la prestac16n de servicios 

personales al margen de la ley, asf como otros casos semejan

tes que existfan en el siglo pasado. 

4. Artfculo 270. Pirrafo 111 

En su parte relativa establece: 11 la naci6n tendrá en todo 

tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las moda

lidades que dicte el interés público, asf como el de regular 

en beneficio social. 

Se ha asentado en este trabajo que la requisición es una -

limitaci6n impuesta a la propiedad en razón de un solo inte-

res que es el público o social, ahora bien surge un problema, 

de determinar si el término modalidad usado en la ley consti

tucional es equivalente al término limitación. 

En nuestra legislación mexicana el término modalidad em--

pleado en su aceptación gramatical, tiene aplicación preferen 

2 Ver C6digo Militar en sus art1cu1os 325, 327 y 57 fracc. 11. 
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temente en relación con las obligaciones, más cuanto a este -

término lo hace seguir de las palabras de la propiecad, por -

modalidad a la propiedad deben entenderse el establecimiento_ 

de una modificación, 11mitaci6n o transformación a la f1gura_ 

jur;dica ae la propiedad.J 

Por lo tanto siendo la requisición una limitación a la pr~ 

piedad, que siendo la palabra limitación un término equivalen 

te a modalidad, es de concluirse que es correcto afirmar, tal 

como lo hace el Lic. Andrés Serra Rojas que el fundamento 

constitucional de la~ requisiciones en tiempo de pa= se en--

cuentra en el p&rrafo III del artfculo 270. de nuestra Constl 

tuci6n Polftlca. 4 

Como comentario con relación a este párrafo podemos decir_ 

que estamos de acuerdo con lo que nos dice el Lic. Andrés Se

rra Rojas, puesto que la nación tendr& la facultad de impo-

ner las modalidades que dicte el interés público a la propie

dad privada y asf poder denominarse requisición en tiempos de 

paz y quedando facultado el gobiern?· 

5. Artfculo 2go. constitucional 

En este articulo se regula que: ''En los casos de invasión, -

perturbación grave de la paz pública o de cualquier otro que_ 

ponga a la sociedad en grave peligro por conflicto, solamen

te el presidente de la República Mexicana por lo ocurrido ~on 

Serra Rojas, Andrés. Oh. C~t. pág. 640. 
4 Serra Rojas, Andrés. Ob. Cit. pág. 638, 
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los titulares de la secretarfa del estado, los departamentos_ 

administrativos y la Procuradurfa General de la República y -

con aprobación del congreso de la unión, y en los recesos de_ 

éste, la comisión permanente podrá suspender en todo el pafs_ 

o lugar deter~inado, las garantfas que fuesen obstáculos cara 

ser frente, rápido y facilmente en la situación. pero deberá_ 

hacerlo en tiempo limitado. por medio de privaciones genera-

les y sin que la suspensión se contraiga a determinado indivi 

duo. Si la suspensión tuviese lugar hayándose el congreso -

reunido, éste concederá las autorizaciones que estime necesa

rias para que el ejecutivo haga frente a la situación. Si la 

suspensión se verificase en tiempo de receso, se convocará 

sin demora al congreso para que las acuerde. 

Si se analiza lo anterior, podemos decir que la· requisi--

ci6- no tiene una relaci6n directamente con el artfculo antes 

mencionado; pero sólo directamente, aunque indirectamente sf_ 

la exista par el solo hecha de suspensión de garantfas que se 

lleva temporalmente cuando se dicte. 

El estada, en ejercicio de poder soberano, tiene una limi

taci6n que está plasmada en la Constituci6n Polftica y que 

son las garantfas que precisamente están con un sólo fin: po 

der frenar los abusos que pudiera tener el mismo estado con 

sus gobernadas o subordinados. ya que dichos subordinados pu~ 

den protegerse por medio de las garantfas individuales que se 

encuentran plasmddas en nuestra Carta Magna. 

Pues bien, al decretarse la suspensión de garantfas, el E~ 
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tado ya no se encuentra subordinado a los lfmites que en el ~ 

jercicio de sus funciones le ~mpone la Constitución, y del 

cual puede actuar dentro de un campo de acción más amplio. 

Con esto no queremos decir que al decretarse la suspen--

si6n de garantfas el Estado abuse y cnmeta arbitrariedades, -

con el particular o gobernados, si no que simplemente, que la 

defensa de los particulares serA un poco debilitada al no te

ner el estado que llenar ciertos formalismos para poder ac--

tuar conforme lo amerite las circunstancias. Para tal efecto 

tomará como ejemplo las garantfas que se consagran en el artl 

culo So. constitucional y el cual ya analizamos anteriormente. 

La legalidad jurfdica que tiene la requisición en nuestra_ 

Const1tuc16n, se ve afectada por otra legalidad jurfdica que_ 

analizaremos posterior1nente. 

En este orden de ideas, podemos concluir que la Constitu-

ci6n Polftica Mexicana, sf establece claramente la facu1tad -

de gobierno para interv~nir en materia ecan6mica, y que incl~ 

so la facult~ para que en situaciones extremas cuando es~é de 

por medio la utilidad pOblica, la federación pueda requizar -

la propiedad privada mediante indemnización. 

--84. 



CASOS CONCRETOS 

VA EN MEXICO 

CAPITULO V 1 

SIGNIFICATIVOS DE REQUISICION ADMINISTRATI-

l. Análisis hemorográfico 

2. Facultad otorgada al poder Ejecutivo por el ar

tfculo 112 de la Ley de Vfas Generales de Comu

nicación. 

3. Teléfonos de México, S.A. 

4. Compa~fa Mexicana de Aviación, S.A. de C.V. 



l. An~lisfs hemerogr!fico 

Después de haber analizado desde sus inicios el estudio de la 

requfsfc16n, a través de los diferentes autores nos damos 

cuenta cómo fueron creándose las primeras Leyes y despúes fu~ 

ron suplidas por otras, ya que se dictaban conforme las cfr-

cunstancfas lo exigfan en esos momentos. Posteriormente, es

ta figura se extendfa por varios pafses de Europa modf ffc~nd~ 

se también conforme las situaciones que asf lo permitfan. 

En el continente americano no fue la excepción, ya que en_ 

México, en 1857 en su artfculo se eleva a rango constitucf~ 

nal esta figura jurfdica de la requfsici6n militar, y a tra-

vés de su historia nos damos cuenta que tanto en Europa como_ 

en América, Ta única finalidad que se tenfa era poder darle~ 

na forma legal que fuera útil. 

Ahora en el siglo XX, en nuestro territorio mexicano, se -

dictan las requisiciones necesarias para poder solventar un -

problema de fndole econ6mico y social en el cual e·l poder ej~ 

cutivo, por medio de su admin1straci6n, pide su colaboraci6n_ 

a las empresas y personas que prestan un servicio público a -

la comunidad, cuando el conflicto afecta al interés público o 

cuando el pafs se encuentra en eminente peligro por conflicto 

nacional o internacional. Se decretará la requisición confoL 

me a derecho, ya que el decreto dispone de los bienes muebles 

e inmuebles asf como los derechos inherentes o derivados de -

la explotación de las empresas requisadas. 
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Al referirnos a este inciso, es necesario hacer mención de 

la facultad que se confiere al ejecutivo de la uni6n de la 

fracci6n 1 del articulo 89 de la Constituci6n Polftica de los 

Estados Unidos Mexicanos, que es la de promulgar y ejecutar -

leyes que expida dicho congreso, ya que la legi.slaci6n crea~ 

na norma jurfdica para aplicarla en casos controvertidos. La 

administración prevé la satisfacci6n de las necesidades soci~ 

les y. por otra parte, creemos que la administración debe con 

siderarse siempre en relaci6n con los fines del estado. 

Villegas Basavilbaso define la funct6n administrativa como 

la actividad concreta mediante la cual se provee a satisfac-

ci6n de las necesidades colectivas, función que debe ejercer_ 

dentro del orden jurfdico y con los fines de la Ley. 1 En es

ta definición nos damos cuenta que siempre es necesario todo_ 

lo que concierne a la utilidad pública o a las necesidades c~ 

lectivas debe estar siempre bajo un régimen legal, en este c~ 

so es el art. 112 de la Ley de Vías Generales de Comunicacio

nes que faculta el Poder Ejecutivo Federal para que asf pueda 

proceder a que se decrete la requisición de bienes aunque sea 

temporalmente. y posteriormente sea levantada la requisa has

ta que se termine el conflicto y ya no exista el peligro para 

la colectividad pública. 

El arttculo al que nos referimos es el 112 de la Ley de -

Vtas Generales de Comunicaciones que se refiere a lo siguien-

l Vi1legns Bnsavilbaso, Edt. Buenos Aires, pág. 97. 
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te: 

2. Facultad otorgada al Poder Ejecutivo por el artfculo 112 

de la Ley de Vfas Generales de Comunicaci6n 

11 En caso de guerra. alteración del orden público o cuando se_ 

tema algún peligro inminente para la paz interior del pafs o_ 

p~ra la economia nacional, el gobierno tendrá el derecho de -

hacer la requisici6n en caso de que -a su juicio lo exija la -

seguridad. defensa, economfa o tranquilidad del país, de las 

vfas generales de comunicación. de los medios de transporte,_ 

de sus servicios auxiliares accesorios y dependencias, bienes 

muebles e inmuebles y de disponer de todo ello como lo juzgue 

conveniente. El gobierno podr5 igualmente utilizar el perso

nal que estuviere al servicio de la vla de que se trate cuan

do lo considere necesario. En ese caso. la nación indemniza

rá a los interesados, pagando los daños por su valor real y -

los perjuicios con el cincuenta por ciento de descuento. Si 

no hubiere avenimiento sobre el monto de la indemnización, -

los daños se fijarán por peritos nombrados por ambas partes,_ 

y los perjuicios. tomando como base el promedio de ingreso n~ 

to en los años anteriores y posteriores de la incautación. 

Los gastos del procedimiento parcial serán por cuenta de la -

nación. En el caso de guerra internacional a que se refiere_ 

este artfculo. la nación no estará obligada a cubrir indemni

zación alguna". Este precepto reglamenta una parte del artf

culo 29 de la Constituci6n y se apoya en el artfculo 73, fras 
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ci6n XVII de la misma. 

Creemos que este artículo es lo suficientemente claro para 

poder darle un enfoque más preciso a la requisición. 

3. Teléfonos de México S.A. 

Esta empresa es un organismo descentralizado. pero de partici 

paci6n estatal mayoritario. ya que es el gobierno que tiene -

la totalidad o casi la mayoría de las acciones como socio ma

yoritario, en el cual han recaído varias requisiciones: en --

1960, 1979, 1980 y 1982. Por lo tanto, trataremos de reall-

zar un análisis hemerográfico basado en datos de la Hemerote

ca Nacional, así como en los diarios oficiales de la Federa--

ci6n. 

El sindicato de Trabajadores de Teléfonos de México S.A.,_ 

a partir de las doce horas del dfa 6 del mes de abril de 1960, 

llev6 a cabo la huelga en contra de dicha empresa. La publi

caci6n que se hizo en el Diario Oficial qice: 

''Acuerdo que dispone la requisa de los bienes y derechos -

inherentes o derivados de la explotaci6n de Teléfonos de Méx1 

ca S.A.; así como de los contratos relacionados con la explo

tación y funcionamiento de los servicios que presta al púb11-

co••. 2 

En el Considerando trataremos de hacer un breve análisis s~ 

bre este punto: 

2 Diario Oficia1 de la Federaci6n. ed. al 1 de abril de 19~q. 
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a) Considerando que la paralización de estos servicios que 

priva a gran parte del pafs de un medio de comunicación r~pi

da, como son las comunicaciones telef6nicas. ya que es un ~e~ 

vicio eficiente e indispensable. constituye un peligro para -

la economfa nacional y que el art. 112 de la Ley de Vfas Gen~ 

rales de Comunicaciones, faculta al Poder Ejecutivo de la Na

ci6n. 

b) El ejecutivo procede a requisar los bienes de la citada 

compañfa, hasta que las partes lleguen directamente o de con

formidad con las disposiciones legales vigentes, a un arreglo 

que termina definitivamente el conflicto. 

e) En otro acuerdo, el Gobierno Federal, por conducto de -

la S.C.T., de Patrimonio Nacional y del Trabajo y Prevenci6n 

Social, requisa los bienes que constituyen las Vfas Generales 

de Comunicaci6n concesfonadas a la Empresa Teléfonos de Méxi-

co, S.A.; y que comprenden todos enseres, accesorios y depen-

dencias; asf como los bienes muebles o inmuebles y demás der~ 

chos inherentes o derivados de la explotaci6n de las referi-

das vfas y que pertenezcan a dicha empresa, pero continúa di

ciendo este acuerdo que también serán requisados los contra-

tos que se hayan celebrando en relación a la explotación y -

funcionamiento de los servicios que presta al público dicha -

compañfa. 

d) Se nombrar§ un administrador que el Poder Ejecutivo de

signar& y dicho administrador regir& conforme al sistema y r~ 

glamentos, disposiciones que est~n actualmente en vigor en la 
__ go. 



empresa sin ser modificados, pero gozará de todas las facult~ 

des necesarias para las gestaciones que competan a la empre-

sa. Esto significa lo siguiente: 

e) Que el administrador usará el personal que esta laboran 

do actualmente bajo las normas del contrato colectivo de tra

bajo vigente, podrá usar personal extraño solo de manera ex-

cepcional. asf como subsistuir el personal de confianza que -

tengan el carácter de representantes del patr6n en cosas que_ 

se consideran como indispensables. 

f) Se levantará un inventario de todos los bienes existen

tes de la administraci6n que se le encomienda. 

g) El sindicato podrá seguir sus procedimientos legales que 

motivaron a la huelga en forma y t~rminos que autorizan las -

leyes. 

En análisis lo anterior lo contiene el acuerdo dictado por 

el Poder Ejecutivo de la Nación por el Presidente de la Repú

bica Mexicana. Dicho acuerdo que decreta la requisición a la 

empresa Teléfonos de México S.A.; está firmada por el Ejecutf 

vo de la Naci6n, por el Secretario de Comunicaciones y Trans

portes y por el Secretario del Trabajo y previsión Social, a-

sf como por el Secretario del Patrimonio Nacional. Esto es 

lo que se tiene como antecedente de la primera requisición a_ 

esta empresa. 

Posteriormente, en el año de 1979, el dfa 26 se publica o

tra requisici6n a la misma empresa y en el que dicho acuerdo_ 
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Por el que el gobierno federal por conducto de la Secreta

ría de Comunicaciones y TrJns~ortP.s. requisa todos los bienes 

de la empresa denominada TPléfonos de México 1 S.A. 

Y continúa diciendo "Al margen un sello con el escudo na-

cional que dice: Estados Unidos Mexicanos Presidencia de la -

República. 

José L6pez Portillo; Presidente Constitucional de Tos EstA 

dos Unidos Mexicanos 1 en uso de las facultades que me confie

re la fracción! del articulo 89 de la C.P.M., y el articulo -

112 de la l.V.G. de c•. 3 

A grandes rasgos. escribiremos 10 que en este acuerdo se -

publicó por el poder Ejecutivo de la Nación, y que dice: 

"Que debido a la falta de comunicaci6n en el Distrito Fed~ 

ral y gran parte de la República 1 así como de la red de micr~ 

ondas propiedad de la empresa a través de la cual se presen-

tan diversos servicios del gobierno federal como los telegrá

ficos. télex, tráfico aéreo y c0municaciones de la Secretaria 

de la Defensa Nacional en circuitos de uso exclusivo del go-

bierno federal ,con fundamento lega·1 en los articulas antes -

mencionados, motivo que origina a tomar esta requisic16n es -

el poner en peli~ro inminentt la eccnomia y la seguridad del 

pafs, cosa que el estado tiene la responsabilidad de evitar,_ 

mediante las medidas que previene la ley. En este mismo a--

cuerdo se dispone el levantamiento de un inventario al tomar_ 

Diario Oficial de la Federación Ed. 26 de abril de 1979, -
pág. 3. 
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posesi6n de esta empresa, y que las relaciones laborales deb~ 

rán regirse por los mismos estatutos y reglamentos que actual 

mente rigen en dicha empresa, estando firmado por el Ejecuti

vo Federal. 

José L6pez Portillo. Rubrica,. el Srio de Fomento Indus--

trial Natan l~arman-Rubrica-Srio. de Comunicaciones y Transpo.r 

tes Emilio Mujica Montoya-Rubrica- el Srio. de asentamientos_ 

humanos y obras públicas Pedro Ramfrez V~zquez-Rubrica- El 

Srio de Trabajo y Prevención Social Pedro Ojeda Paullada- Ru

brica ... º. 

Posteriormente, el dfa 26 de abril de 1980 nuevamente y -

por tercera ocasión y segundo aHo consecutiva;. se decreta la 

requisici6n a la empresa Teléfonos de México, S.A. Las cir-

cunstancias para decretar este acto jurfdico fueron por la P! 

ralizaci6n de labores que el sindicato decretó a la empresa ... 

citada, y el poder Ejecutivo de la Nación en su fracción I -

del artfculo 89 de la C.P.M. Requisa todos los bienes mue--

bles e inmuebles de teléfonos ya que la facultad se la otorga 

el 112 de la Ley de Vfas Generales de Comunicación de la s.c. 

T. Posteriormente este problema se presenta nuevamente el 12 

de marzo de 1982 cuando se vuelven a requisar los bienes de -

dicha empresa, ahora los motivos son distintos a los anterio

res y que fueron por no prestar el servicio concesionado en -

forma eficiente. 

Este acuerdo se publicó en el Diario Oficial de la Naci6n 4 

Diario Oficial de la Federac~ón ed. 12 de marzo de 1982, -
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su contenido se resume en lo siguiente: 
11 El ejecutivo de la Naci6n dicta la presente requisici6n 

a la empresa Teléfonos de México S.A. que es consecionaria p~ 

rala prestaci6n del servicio público telef6nico, en diversas 

ciudades de la República, que dicha empresa por diversas ca~ 

sas no ha podido prestar el servicio público consecionado en_ 

forma eficiente, ya que el deterioro de los servicios ha cau

sado perjuicio en el área que comprende la conseci6n que ac-

tualmente opera en la citada empresa, conforme lo estipula el 

articulo 89 fracción de la C.P.M. y el artfculo 112 de la -

L.V.G.C., hasta que a juicio de Poder Ejecutivo de la Nación 

hayan desaparecido las causas que motivaron la suspensión del 

servicio público Firma - El Presidente de la República José_ 

López Portillo - El Srlo. de Patrimonio y Fomento Industrial 

José de Andrés de Oteyza - Srio. de Comunicaciones y Transpo~ 

tes Emilio Mujica Montoya- P.A. del Srio. de Asentamientos H~ 

manos y Obras Públicas Rodolfo Felix Valdez - El Srio. del 

Trabajo y Prevenci6n Social Sergio Garcfa Ramfrez 11
• 

Para concluir este inciso, podemos decir que esta empresa_ 

es una de las más requisadas por el poder Ejecutivo de la Na

ción puesto que los problemas que ha sufrido repercuten en la 

seguridad económica nacional y que se tienen que prevenir. 

Por tanto. creemos que dicho acto jurfdico no s6lo es aplica

ble a los problemas sindicales de la empresa, sino a las re-

quisiciones en problemas de ineficiencia en los medios de co

municación que se presentan en las diferentes empresas de se~ 
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vicio público que están regidas por la Secretarfa de Comunic~ 

ci6n y Transportes. 

4. Compañia Mexicana de Aviación 

En esta empresa aérea se han dado requisiciones registradas -

en el Diario Oficial de la Federación. Desde 1959 se di6 la_ 

primera requisición al transporte aéreo; posteriormente en --

1977, y en 1982 la última. 

Los medios de informaci6n que se encuentran en la Hemerot~ 

ca Nacional, a nuestro parecer sirven como una fuente de in-

vestigaci6n e información para poder darnos una idea general_ 

de c6mo se sucitaron los acontecimientos tanto en 1959 y 1960 

ya que las de 1977 y 1982 son hechos más recientes que poste-

riormente analizaremos. 

El 29 de enero de 1959 sali6 publicado en el Diario Dfi-

cial de la Federación la paralización del transporte aéreo y 

que en el considerando dice: 

11 Que al encontrarse parados el servicio aéreo, y que priva 

al pafs de un medio de comunicación rápida, eficiente e indi~ 

pensable, se constituye como un peligro para la economfa de -

la nación". 

En ese acuerdo el gobierno federal requisa los bienes de -

las empresas de aviación, ya que la Secretaria de Comunicaci~ 

nes y Transportes en coordinación con la Sria. de Patrimonio_ 

Nacional y la Sría. del Trabajo y Prevenci6n Social, se .llev6 

a cabo la requisición de dichos bienes muebles e inmuebles de 
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las empresas de aviación S.A. como son: Aeronaves de México, 

S.A., Aerolfnea Mexicana. Compañfa Tigeres Voladores S.A. asf 

como las lineas Aéreas Unidas Transportes ( Tran-Mar ) de Co~ 

tez S.A. y Cuest. Aéreo Vfa México s.A. 5 

El presidente de la República. se entrevista en Los Pinos_ 

con las empresas aéreas, llegando a una óptima y satisfacto-

ria reanudación de vuelos aéreos. Se creyó que los pilotos_ 

regresarfan a sus labores antes de la 10:00 hrs., pero ese o~ 

timismo no se compartió igualmente en la Asociación Sindical 

de Pilotos Aviadores ( ASPA ), ya que ellos anteriormente ha

bfan aceptado una propuesta del gobierno, pero las empresas -

se habfan negado. 

Una de las claúsulas que el Sindicato de Pilotos habfa --

puesto como condición para la firma de convenio era la resti

tución de su lfder sindical, y sólo asf se podfa llegar a un_ 

acuerdo con las empresas a las que prestaban sus servicios. 

Otra claúsula era firmar una serie de Cúndiciones de trabajo_ 

en especialidades técnicas que se basaran en las que ya exis

ter1 en algunas lineas aéreas, que fueran de acuerdo a la capA 

cidad y categorfa de cada una de las empresas; otra condición 

era que ninguna de las partes ejercieran represalias. 

Esta serie de proposiciones fueron aceptadas por el Sindi

cato de Pilotos (ASPA). pero ante el gobierno no fueron a-

ceptadas por los empresario~. ya q11e se mencionó que dicha A-

Diario Oficial de la Federación ed. 29 de enero de 1959 
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sociación de Pilotos era una agrupación que no tenia regis-

tro de la Secretaria del Trabajo y por tal razón no existfa -

legalmente. 

Cabe señalar que en los medios oficiales se afirmó que los 

problemas de la requisición debían resolverse directamente -

por las empresas y sindicatos que se encontraban en el con--

flicto, o bien, en este caso, por la Sría del Trabajo y Prev1 

si6n Social. ya que de acuerdo a nuestras leyes se les da am

plia facultad para examinar los puntos y peticiones de las -

partes en conflicto. 6 

Creemos que estas medidas del párrafo anterior serfan las_ 

más adecuadas para no caer en una violación de ninguna índole. 

No se debe afirmar que es una figura jurfdica anticonst1tuci~ 

nal como muchos partidos de izquierda lo afirmaron. 

Posteriormente, en 1977 vuelven a sucitarse problemas en-

tre la empresa y el sindicato¡ esta ocasión fueron los traba

jadores de tierra que conformaban un número aproximado de 

3,800 trabajadores del Sindicato Nacional de Trabajadores de_ 

Aviación y Similares en todo el pa!s. ya que solicitaban el -

22% de aumento salarial. Al paro posterior se le sumaron o-

tras lfneas aéreas como Aero Lfneas Panam. Eastern Airlines y 

Vaig con los mismos fines. 

El paro de la Compañia Mexicana de Aviación trajo como ce~ 

secuencia varias pérdidas, afectando a casi 12 mil pasajeros 7 

Diario Novedades 28 de Enero de 1959. pág. 1-10. 
Diario La Prensa ed. 2 Noviembre de 1977 pág. 1-3. 
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Esas pérdidas implican un problema nacional, ya que dete-

rioran la economfa la pafs. La CMA dejó de transportar un nQ 

mero aproximado de 15 mil pasajeros con lo cual se ocasionó -

un colapso en el transporte aéreo. 8 

Con estos datos podemos constatar que es muy importante el 

transporte y el servicio que prestan estas lfneas aéreas, ya_ 

que su servicio público es muy indispensable y fundamental p~ 

ra la aportación económica nacional del país. Al existir es

tos problemas, el estado tiene la responsabilidad de evitar-

los mediante las leyes, por ejemplo la ley del art. 112 de la 

ley de VJAS GENERALES DE COMUNJCACJON. 

En 1982 fue otra de las ocasiones en que se le decretó re

quisición a la CMA. Esta vez fue por parte del sindicato de_ 

aeromozas de esa empresa. Desde el 11 de noviembre fue plan

teado por el sindicato un estado de huelga porque pedían va-

rias mejoras de salario a nivel de prestaciones. El gobierno 

decidió en las primeras horas del día 30 de ese mes la requi

sición de dichos bienes. hasta que se llegara a un acuerdo. 

8 Diario El Nacional, ed. 2 de Noviembre de 1977, pág. 4. 
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CAi- ITULO V 11 

LA CONVERGENCIA OE LA REQUISIC!ON EN EL DERECHO DE HUELGA 

l. Como medida regu 1 adora del orden econ6mico 

2. Como medida desestabilizadora de los derechos -
de la clase trabajadora 

3. Como medida polftica 

4. El derecho de Huelga y 1 a requisici6n adminis--

trativa en tiempos de paz. 



l. Como medida reguladora del orden económico 

Este tipo de medida reguladora del orden económico impuesta -

por el acto jurídico de la requisición para poder salvar la -

economía nacional en situaciones o conflictos que atenten en 

su estabilidad, en sus preceptos legales en el articulo 112 -

de la Ley de Vfas Generales de Comunicación establece que se 

debe aplicar la requisición cuando alguna situación pone en -

peligro inminente la economfa de la nación, surge la interve~ 

ción del poder ejecutivo, como es de comprobarse en las dife

rentes requisiciones que se han decretado en las diferentes -

empresas pertenecientes a la Secretaria de Comunicaciones y -

Transportes, y que datan desde el año de 1960 a 1982 y que -

posteriormente analizaremos en otro capftulo. 

Brevemente diremos que el de abril de 1960, la empresa -

Teléfonos de México S.A. fue emplasada a huelga por el sindi

cato de trabajadores de esta compa~fa el dfa seis de abril de 

1960 a las dcoe horas. inmediatemente se dicta un acuerdo en_ 

el que se requisan los bienes y derechos inherentes a deriva

dos de la explotación de Teléfonos de México, S.A. asf como -

todos los contratos relacionados con la explotación y funcio

namiento de los servicios que presta al público. 

En el acuerdo del dia 7 de abril de 1960 se argumenta di-

cha requisición que es por falta de comunicación en el terr1 

torio nacional, que dependen de este servicio, en otra parte_ 

del acuerdo se estipula que es por el peligro inminente de LA 
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ECONOHIA DE LA NACION. 

Al considerar el poder ejecutivo de la nación dicho peli-

gro decreta mediante las facultades que le da la fracción I -

del artfculo 89 de la Constituci6n Polftica de México y con'

fundamento en el artículo 112 de la Ley de Vfas Generales de_ 

Comunicación se hace efectivo el derecho de la requisición. 

Las facultades y obligaciones del presidente se confieren_ 

en el articulo 89 fraccj6n 1 de la Constitución Pol!tica y -

que ya hemos mención en el capftulo IV. 

El presidente de la República Mexicana dicto el presente~ 

cuerdo fundamentandose en el artfculo 112 de la Ley de Vfas -

Generales de Comunicación y que expresa: 
11 En caso de guerra internacional. de grave alteración del 

orden público o cuahdo se tema algún peligro inminente para -

la paz interior del pafs o para la Economia Nacional el go--

bierno tendr~ el derecho de hacer las requisiciones ........ '' 

La participación del gobierno por medio de la requisición_ 

viene a ser un medio que permite regular el orden económico -

de la nación cuarido ha sido o esta siendo afectado por las -

huelgas, como ha sido el caso de la empresa Teléfonos de Méxl 

ca S.A. que se paralizan los servicios y que afectan a la ecQ 

nomfa nacional, es asf, que por medio de la requisición admi

nistrativa. esta empresa queda bajo el control y dirección -

del gobierno, quien pasa a ser responsable directo de la adm! 

nistración, así corno los daños y perjuicios que ocasionen a -

la empresa y asf poder permitir la continuidad del servicio_ 
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público que afecte directamente a la actividad econ6mica del 

pafs asf como a la sociedad misma. ya que dentro de este me-

dio la nación depende primordialmente su vida econ6mica como_ 

los hoteles, ltneas de transporte, agencias de vidjes. indus

trias y de la Secretaria de la Defensa. asf como otros nego-

cios. 

2. Como medida desestabilizadora de los derechos de la clase 

trabajadora. 

E~ necesario hacer menci6n en este tema que el interés social 

es primero ante todo, ya que es la base fundamental de un go

bierno y al existir conflictos dentro de ese gobierno es por

que en su sociedad hay diferencias y creemos que uno de estos 

problemas es en materia laboral, y la cual nos ocupa en este 

inciso y que se relaciona con la clase trabajadora sindical i

zada de los medios de comunicaci6n de la Secretarta de Comun1 

caciones y Transportes. 

Dicho problema consiste en que los trabajadores tanto de -

la empresa Teléfonos de México, S.A. y la compañia Mexicana -

de Aviaci6n, S.A. de C.V., han sostenido conflictos con sus -

diferentes patrones al demandarles mejoras salariales y recu~ 

riendo al derecho de huelga, ya que dicho derecho les asiste_ 

en el artfculo 440 de la Ley Federal del Trabajo, asf como el 

artfculo 123 fracci6n XVII de la Constituci6n Polftic9 ~e Mé~ 

xico, al paralizarse la fuente de trabajo nos damos cuenta in 
mediatamente del problema que se genera para la naci6n, esto_ 
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es, en el aspecto económico que se daña la economfa nacional_ 

y que el único pagano de esto es el interés pQblico. 

Al verse suspendido el servicio telefónico se suspende el 

contacto con el exterior en gran parte. las empresas que de-

penden de este servicio pierden; ahora bien. las personas que 

requieran viajar urgentemente al interior del pafs o al exte

rior por motivos de trabajo o por viajes de placer. o el 

transporte de materias primas urgentes no se les podrá pres-

tar el. servicio ya que la empresa. ya sea terrestre o aérea -

está en huelga por los trabajadores que laboran. Estamos con 

cientes de que los trabajadores tienen derecho a mejorar su -

salario y prestaciones conforme la ley lo mande. pero cuando 

el poder ejecutivo requisa sus bienes con el fin de no mermar 

la economfa nacional. y asf. como de evitar trastornos al in

terés social que es el que más siente la población de estos -

servicios. De ésto se desprende también, que la resoluci6n -

de dichos asuntos están ventilados ante la Secretarfa del Tr~ 

bajo ya que las partes en conflicto son las únicas interesa-

das. 

Es cierto qt1e los trabajadores sufren una desestabilisa--

ci6n al requisárseles los bienes de trabajo, pero cuando lo 

demanda la utilidad pública, el gobierno tiene que tomar medl 

das que eviten problemas. 

V por lo tanto nos atrevemos a decir que la requisición e~ 

cuentra su fundamento legal en el artfculo 27 párrafo 111 de_ 

la Constituci6n Política, ya que es claro al decir: --103. 



"La Naci6n tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a -

la propiedad privada las modalidades que dicta el interés pú

blico. asf como el de regular. en beneficio social, el aprov~ 

chamiento de los elementos naturales susceptibles de apropia

ción con objeto de hacer una distribución equitativa de la -

riqueza pública. cuidar de su conservación, lograr el desarr~ 

llo equilibrado del pafs •.•... " Creemos que este artfculo es 

muy claro y preciso, asf como el artfculo 112 de la Ley de 

Vfas Generales de Comunicación que faculta al poder ejecutivo 

de la nación mediante el artfculo 89 fraccl6n 1 de la Consti

tución Polftlca, para promulgar y ejecutar las leyes que expi 

da el congreso. 

Para poder concluir diremos que los trabajadores tienen el 

derecho de huelga que les asiste¡ pero también creemos que la 

economfa nacional y el interés público son mucho más importan 

tes ya que pagan impuestos para el eficaz servicio de los me

dios de comunf caci6n y transporte que el estado presta a los_ 

particulares y que es un derecho mucho más importante ya que 

estf de por medio los intereses económicos nacionales como el 

mismo interés público. 

3. Como medida polftica 

Hoy en nuestros dfas se toman y determinan decisiones polfti

cas que van encaminadas al desarrollo econ6mico y de tipo so

cial, al tomar decisiones polfticas sólo ser~n en beneficio -

de la nación, aplic&ndose en base a nuestras leyes, prfncf--
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pios y costumbres, para poder asf garantizar una economfa de 

interés social. 

Estas determinaciones polfticas se aplican conforme a nue~ 

tras instituciones jurfdicas que conforman el derecho mexica

no. Tal es el caso, del acto jurídico de la requisición que_ 

hoy en día ha generado un clima de intranquilidad ya que se_ 

cree que sólo beneficia intereses polfticos p~rsonales, sien

do ~sto un error. puesto que se malinterpreta como beneficio_ 

social y econ6mico de provecho nacional cuando éste tipo de -

polftica constitucional se aplica a las empresas que generan_ 

un desarrollo de comunicación y económico. Creemos que son -

medidas de prevención que ocasionarfan un sin ffn de proble-

mas a la economía y a la utilidad pública. 

El comentario que se hizo en el periódico Uno más Uno el 

29 de Octubre de 1981, el ifder de la C.T.M. con relación a 

la requisición dijo: 

''Son contrarias a la Constitución Polftica ya que se impo

sibilita el derecho a la huelga y los trabajadores no han po

dido lograr sus propósitos de mejoramiento y todo esto se de

be a la aplicación de una ley secundaria- como es la comunfc~ 

ción'' 

Como comentario al respecto se puede decir que el señor F1 

del Velázquez no funda sus bases para decir que la requisi--

ción es contraria a la Constitución, ya que el artfculo 27 -

constitucional párrafo III, asf como el artfculo 89 fracción_ 

I de la misma Carta Magna, que faculta el artfculo 112 de la_ 
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Ley Vias Generales de Comunicación, expresa que estos precep

tos encierran y preeven la economfa nacional y la seguridad,_ 

asf como el beneficio de utilidad pública. 

También al referirse que los trabajadores no han podido l~ 

grar sus propósitos de mejoramiento económico, cabe mencionar 

que las empresas donde se han decretado huelgas y que perten~ 

cen a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes como son_ 

Teléfonos de México S.A. y la Compa~fa- Mexicana de Aviación, 

S.A. de C.V. ( que son las empresas que nos ocupan en esta t~ 

sis ), sus empleados son los mejores cotizados en salarios,~ 

sf como en prestaciones económicas a que tienen derecho. 

Cuando el sindicato decretó el paro de labores, el estado_ 

decretó la requisición, pero sin intervenir e interrumpir en_ 

las peticiones que los trabajadores exijen. ya que lo único -

que les piden es que trabajen pero sin que se interrumpan las 

pláticas o negociaciones que se tienen contra la empresa ante 

las autoridades de la Secretaría del Trabajo. 

Con todo esto creemos que no se merman los intereses de la 

clase trabajadora de estas empresas, al solicitarles su trab~ 

jo, ya que así lo se~alG el señor Fidel Velázquez en las de

claraciones a dicho periódico. 

Para concluir, se puede acentuar.que este tipo de medida -

política es beneficiosa, siempre y cuando sea encaminada al -

interés social y que no sea usada como medida política para -

hacerse enriquecer a unas cuantas personas o satisf~cer inte

reses personales , sino que siempre esté encaminada al inte--
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rés social econ6mico nacional. 

4. El derecho de huelga y la requlsici6n administrativa en -

tiempos de paz 

Como hemos analizado, el derecho de hue}ga·es una garantfa s~ 

cial, consagrado en lo fracci6n XVII del ortfculo 123 de la_ 

Ley Suprema de la Un16n, que a la letra dice: ''Las leyes cong 

cerAn como un derecho.de los obreros.y de los patrones las -

huelgas y los paros" .• por otra parte, la Ley Reglamentaria -

del numeral antes mencionado, es 9u artfculo 440 establece: -

"Lo huelgo es la suspensi6n temporal del trabajo llevado a c~ 

bo por uno coalic16n de trabajadores". 

Por consiguiente el derecho de huelga. consagrado a nivel_ 

Constitucional, y reglamentado por lo Ley federal del Trabajo 

en su artfculo 440 claramente se desprende 'que el efecto jurf 

dico esencial de la huelga consiste en la suspenci6n temporal 

de labores. 

Por otra parte, si el efecto jurldico esencial de la huel

ga es la suspenst6n temporal de las relaciones laborales, co

mo medida,de precisi6n que la Ley Fundamental y su Ley Regla

mentaria reconocen a los trabajadores, para que el patr6n sa

tisfaga sus peticiones; es inconclusa la violaci6n de una ga

rantla social, como lo es la huelga, plasmada en la Ley Supr~ 

ma de la Uni6n, ya que, una vez que se han satisfecho todos ~ 

los requisitos exigidos por la Ley, para el estallamiento de_ 

la huelga, y una vez que se han suspendido las labores, ese -
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derecho Constitucional de huelga se vuelve nugatorio por un A 

cuerdo del Ejecutivo Federal publicado en el Diario Oficial -

de la Federac16n, requisando los bienes y derec~os inherentes 

a las empresas que se encuentren en estado de huelga, bas&nd~ 

se en una ley secundaria u ordinaria publicada en el Diario Q 

ficial de la Federaci6n con fecha 19 de febrero de 1980, du-

rante el rEgimen del General Lizaro Cárdenas, es decir, de la 

Ley de Vfas Generales de la Comunicaci6n, y especfficamente • 

en su artfculo 112, porque aunque legalmente existe la huelga, 

con la requisici6n administrativa se continúan tratando de -

llegar a un arreglo conciliatorio respecto a sus pretensiones 

y adem~s se continúan desarrollando las labores de la empresa 

dejando a Esta y sus trabajadores, pero, impidiendo los efec

tos de la huelga. 

Además, y tratindose de servicios públicos, la federaci6n 

XVII!del artfculo 123 de la Carta Magna, establece un término 

de 10 dfas de anticipaci6n, de la fecha seftalada para la sus

penst6n del trabajo, para que d~ aviso a las empresas que de

sarrollen dichas actividades y tomen las precauciones necesa

rias propias del servicio público que prestan. 

Si se considera que por servicio público debe entenderse -

el servicio técnico que se presta al público de manera regu-

lar y continúa por una empresa pública y dentro de Estos se -

encuentran los de energfa eléctrica, transportes y los de Co~ 

municaciones, que podrfamos cali~icar como vitales, pues su -

interrupc16n provoca un~ verdadera anarqufa entre los dem&s,_ 
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e innumerables daños a la colectividad; y, conforme a las re

formas de los arttculos 25 y 28 de la Ley Suprema. publicada_ 

en el Diario Oficial de la Federación con fecha 3 de febrero_ 

de 1983, dichos servicios públicos se encuentran considerados 

dentro de las áreas estratégicas que enumera el párrafo IV de 

el articulo 28 del Codigo Polftico Federal ya que considera -

como tales a las siguientes: acuñación de monedas, correos, -

teléfonos, radiotelegraffa, etc. y las actividades que de ma

nera expresa señalen las leyes que expida el Congreso de la -

Uni6n. De lo anterior se desprende, que el estallamiento de_ 

una huelga, en cualquier empresa pública u organismo descen-

tralizado que preste servicios de los considerados dentro de_ 

las áreas estratégicas; ~us efectos serfan catastróficos, tan 

to para la colectividad, como para la economfa nacional. 

Seguramente, por esa raz6n el Estado Mexicano ha tenido 

que recurrir a disposiciones legales secundarias u ordinarias 

contenidas en otras leyes diferentes de las laborales y de -

las normas constitucionales. para impedir los enormes perjui

cios que las huelgas, en las áreas estratégicas, anteriormen

te mencionadas, podrfan ocasionar. 

Ahora bien, con lo que respecta a las Comunicaciones se ha 

utilizado el articulo 112 de la Ley de Vfas Generales de Com~ 

nicación, por parte del ejecutivo Federal, para decretar la -

requisición de bienes y derechos de las empresas afectadas 

por un estado de huelga, y permitir que continúe prestando el 

servicio público, independientemente. de que la empresa y sus 
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trabajadores sigan tratando de llegar a un arreglo conciliat2 

ria pero impidiendo los efectos de la huelga. 

Estas interveciones, por parte del· Gobierno Federal, son -

perfectamente justificadas en beneficio de la colectividad y_ 

de la economfa nacional; pero crean sin embargo, numerosos 

problemas jurfdicos a los trabajadores volviendo nugatorio su 

derecho de huelga y a los patrones de la administración de 

sus bienes. 

En efecto, el Estado acosado por las apremiantes necesida

des sociales, culturales, ~olfticas y económicas tiene necesi 

dad de medios administrativos eficaces como la requislci6n a~ 

mfnfstrativa aplicada a las empresas u or.ganismos descentrall 

zados que presten servicios de los considerados dentro de las 

áreas estratégicas a que se refiere el párrafo cuarto del a~ 

tfculo 28 de la Ley Suprema de la Uni6n, afectadas de huelga, 

es justificable; sin embargo, sin un apoyo constitucional y -

sin un texto leg•l debidamente fundado respecto a esta figura 

administrativa dicha acci6n es contraria a la Constitución. 

En virtud, que al aplicarse el art. 112 de la Ley de Vfas 

Generales de Comunicaci6n, es decir, una ley secundaria y or-

dinaria y con éste apoyo legal y por acuerdo del Ejecutivo F~ 

deral se requisan los bienes y derechos de las empresas que -

se encuentran en estado de huelga va en contra del espfritu -

del artfculo 123 constitucional y especfficamente de la frac

ci6n XVII de dicho cuerpo normativo, ya que la huelga es una_ 

g~rantfa social consagrada en la Carta Magna y su efecto jur1 
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dico primordial es la suspensión temporal de las labores y al 

requisarse los bienes y derechos de la empresa se vuelve nug~ 

torio esa garantfa social. 

Además. y conforme al Principio de Supremacfa Constitucio

nal a que alude el art. 133 de la Ley Suprema de la Uni6n; 

que implica que esta sea el ordenamiento 11 cQspide" de todo el 

derecho positivo del Estado, situaci6n que la convierte en el 

fndice de validez formal de todas las leyes secundarias y or

dinarias dentro de ellas la Ley de Vfas Generales de Comunic~ 

ci6nt en cuanto que ninguna de las mencionadas leyes secunda

rias y ordinarias debe oponerse, violar o apartarse de las -

disposiciones constitucionales. En consecuencia, de esta op~ 

sici6n, violaci6n o apartamiento se registra, las leyes secun 

daria que han provocado estos fenómenos carecen de validez -

formal. 

Por estas constantes violaciones a la garantfa social de -

huelga plasmada en la fracci6n XVII del artfculo 123 de la -

Ley Suprema de la Unión por parte del Gobierno Federalt apoy~ 

do en una ley secundaria y ordinaria como es la Ley de Vfas -

Generales de Comunicaci6n en su numeral 112t es necesario una 

adición constitucional donde se consagre la requisición admi

nistrativa. y una vez incluida dentro de la Ley Suprema de la 

Uni6n y especfficamente en la fracci6n XVII del artfculo 123_ 

de la Carta Magna se limite su aplicación cuando se trate de_ 

áreas estratégicas y prioritarias a que se refiere el Pacto -

Federal. --111. 



En efecto. la adici6n Constitucional que propongo y con 

las formalidades constitucionales que requiere tal ·medida, d~ 

berá quedar como sigue: ''Art~ 123.- El Congreso de la Unión,_ 

sin contravenir a las bases siguientes, deber~ expedir leyes_ 

sobre el trabajo, las cuales regirán: A.- Entre los obrenos,_ 

jornaleros, empleados dom~sticos, artesanos y, de una manera_ 

general, todo contrato de trabajo; fracción XVII.- Las leyes_ 

reconocerán como un derecho de los obreros y de los patrones, 

las huelgas y los paros; SIN PERJUICIO DE APLICARSE LA REQUI

SICION ADMINISTRATIVA, CUANDO SE TRATE DE AREAS ESTRATEGICAS_ 

Y PRIORITARIAS A QUE SE REFIERE ESTA CONSTITUCION. 

La adici6n constitucional que se propone en· el mencionado_ 

numeral anteriormente transcrito, se fundamenta en que las e~ 

presas· u organismos descentralizados que prestan servicios de 

los considerados dentro de las áreas estratégicas y priorita

rias consignadas en la Ley Suprema de la Uni6n y afectadas -

por un estado de huelga de ninguna manera se justifica ponte~ 

do jaque al Estado Mexicano y la tranquilidad, economfa y se

guridad del pafs, todo ello en perjuicio de la colectividad, 

pues el interés general está por encima de los intereses par

ticulares. 

Por otra parte, y una vez adicionada la requisici6n admi-

nistrativa en el artfculo 123 fracci6n XVII de la Ley Suprema 

de la Uni6n, y con base en esta se explica su Ley Reglamenta

ria correspondiente, debe preveerse en esta un procedimiento_ 

que garantice el derecho de huelga, en las empresas públicas_ 
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u organismos descentralizados que presten servicios de 1os -~ 

considerados dentro de las áreas estrat~gicas y prioritarias, 

consignadas en 1a Ley Fundamental con el menor perjuicio para 

la colectividad y 1• economfa del Estado. 
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JURISPRUDENCIA 

La jurisprudencia en cuanto a este te~a que estamos desarro--

1 lando de esta figura jurídica. la requ1sici6n. diremos que -

no existe antecedente alguno. ya que en las lineas aéreas y -

Teléfonos de Mét-tico. según antecedentes en la Suprema Corte -

de Justicia de la Nac16n no ha existido amparo alguno en con

tra de este ·acto requisitorio, solo un juicio de amparo que 

se interpuso a las decisiones del Póder Ejecutivo Federal y -

del Srio. de Comunicaciones y Transportes y que fue hecho por 

la compañía de ferrocarriles, contra actos del Presidente de_ 

la República Mexicana y del Srio de la S.C.T. y Obra Públi--

cas, así como del Director de Ferrocarriles de Tránsito y Ta

rifas y del inspector de Vfas Generales de Comunicación. 

se excluye de la publicación por sostener la misma tesis y 

estar apoyada en idénticos fundamentos jurfdicos que la pro-~ 

nunciada el 4 de marzo de 1938, en el amparo pedido por la em 

presa· de Ferrocarril de Oaxaca a Huejutla S.A. apareciendo PM 

blicada en la pág. 2239 tomo IV de Semanario Judicial de la -

Federación y que indica lo siguiente: 

"En esta propiedad, el presidente de la República no puede 

imponer modalidades a la de los términos del párrafo III del 

artfculo 27 de la Constitución Pol1tica de los Estados Uni-

dos Mexicanos~ se desprende que la Nación, en cualquier tiem

po, pero siempre que lo exija el interés público, podrá dic-

tar disposiciones que vengan a modificar el derecho de propi~ 
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dad, en la forma que era reconocido por las leyes vigentes en 

el que el constituyente dicto el mandamiento; pero es err6neo 

sostener que el Ejecutivo de la Uni6n sea el jefe de los de-

más poderes y representante genuino de la Naci6n Mexicana, y_ 

que este facultado, por lo tanto. para imponer modalidades a_ 

la propiedad privada, pues no puede considerarse como jefes~ 

premo. ni jusgarsele como representante de la Naci6n Mexicana 

para todos los efectos legales. 

Ahora bien, un acuerdo de requisici6n de una vfa ferrea, -

dictado por él, no puede fundarse legalmente en la fracción -

111 del articulo 27 de la Constftuci6n y conforme a la frac-

ci6n XIX del artfculo 75 de la Constituci6n Polftica 1 , toca -

al Congreso de la Uni6n ejercer la facultad de expedir esta_ 

clase de mandamientos legales, él será el único que este -ple

namente capacitado para indicar, por medio de disposiciones -

de aplicaci6n general y para casos posteriores, qué organo -

del Poder Público puede ordenar la requisición de una vfa fe-

rrea y en qué circunstancias puede llevarse a cabo esta requl 

sici6n 1 y solo toca al Ejecutivo proveer en la esfera admi-

nistrativa, a la citada observancia de las disposiciones que_ 

sobre este particular puede dictar el Congreso. Por lo tanto, 

el simple mandamiento contenido en el párrafo 111 del artfcu

lo 27 de la Constituci6n, no basta, por si s61o,para poder d~ 

clarar que un acuerdo de requisici6n de una vfa férrea, dict~ 

Constitución Pol!cic& de los Estados Unidos Mexicanos 1938, 
artículo 75, fracción XIX. --116. 



do por el presidente de la Repúbltéa, este legalmente funda

do. 

"Requ1s1c16n de vfas generales de comun1cac16n.- De los -

términos del artfculo 116 de la Ley de Vfas Generales de Com~ 

nicaci6n, se ve que la requisici6n de que habla y que puede -

llevar a cabo el gobierno, solo puede ser ordenado por las 

cuasas verdaderamente g~aves que enumera; por tanto, si la a~ 

toridad que dicta la requisici6n de una vla férrea, no demue~ 

tra que por lamentables que hayan sido, las condiciones de -

los trabajadores del ferrocarril y dignas de ser remediadas,_ 

hayan producido una grave ·alteraci6n al orden público, requi

sitos indispensables, segun el mencionado artfculo, para la -

requisici6n de tal ferrocarril, dicha orden no queda justifi

cada y es violatoria de garantfas". 

Al expresarse este mandamiento en favor de la compaHfa de_ 

Ferrocarriles tanto de TOLUCA TENANGO SAN JUAN S.A., as! como 

el de OAXACA a HUEJUTlA, pues unanimidad, creemos que estuvo_ 

bien la Suprema Corte de_ Justicia de la Nación, ya que en el_ 

amparo promovido por esta companfa se fundamenta en que no 

puede basar su legalidad en el parr~fo 111 del artfculo 27 

constitucional ya que conforme a la fracci6n XIXdel artfculo_ 

75 de la citada Constitucl6n, toca al Congreso de la Unión e

jercer la facultad de expedir esta clase de mandamientos leg~ 

les. 

Por lo tanto, el simple mandamiento contenido en el párra

ffo 111 del articulo 27 constituc;onal no basta por si solo,_ 
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para poder declarar un acuerdo de requisici6n a una vfa fárrea 

dictada por el Presidente de la R ~éblica Mexicana que este -

legalmente fundado. 

Ahora bien, 50 a~os despúes en nuestos dfas un acuerdo re_ 

requ1sicion·ya sea a una vfa férrea. aérea, marftima o terre~ 

tre e incluso personlaes se puede aplicar el artfculo 27 con~ 

tltuclonal en su p~rrafo 111, ya que a este precepto legal -

es apoyado por varios ortfculos constitucionales, el cual ti~ 

ne el poder Ejecutivo federal lo facultad de poner y aplicar~ 

las leyes y reglamentos que dicte o convengan al Inter~s Pú-

bl ico, asf como el de regular, en beneficio social el aprove

chamiento de los elementos econ6micos con el objeto de no ha

cer una grave crisis de la riqueza público y 1ograr el desa-

rrollo equilibrado del pafs y el mejoramiento, de Jos servi-

cios públicos a beneficio de la Utilidad Pública. 

Para finalizar este capftulo y trabajo diremos que si en -

nuestro tiempo no se ha dado un amparo f4vorable a las compa

Hf as que se han requisado es porque como se indic6, su manda

miento está fundado legalmente, y no hay lugar a duda para m~ 

di ficar el precepto legal del Poder Ejecutivo federal, como -

sucedf6 en 1938 con las Compañfas Ferrocarrileras que por un~ 

nimidad ganaron el amparo impuesto contra actos del Presiden

te de la República y alguno_s Secretarios de Estado que ya se_ 

han nombrado anteriormente. 
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PRIMERA.- Desde sus inicios, 11 requlsic16n tuvo un conteni

do meramente de necesidad de poder abastecer de personas. vf

veres y otros productos a los ej6rc1tos en sus luchas. princ! 

palmente en la Edad Media, en pafses como Francia. Italia. In 
glaterra y algunos otros. En la Epoca del imperio Romano en_ 

tiempos de 11 República, los ejErcitos se provefan de todo lo 

necesario. principalmente de esclavos y galeotes. ya que no -

se les consideraba personas sino bienes. 

Asf,a trav~s del tiempo. en los pafses európeos se dicta-

ban ordenanzas y leyes que reglamentaran la requfsic16n, pa

ra poder evitar los abusos, ya que las necesidades de los e-

jErcltos no podfan ser satisfechas por los servicios adminis

trativos de aquella Epoca. 

SEGUNDA.- La requis1c16n en nuestro derecho mexicano fue_ 

Instituida por necesidad de la guerra que se vlvfa. No obs-

tante, en la actualidad muy poco se ha hecho por esta figura_ 

a través del tiempo en nuestra const1tuci6n. ya que deberfa -

reglamentarse como la expropiación. de tal manera que su aplf 

cac16n no quedara obstaculizada por otros artfculos. 

TERCERA.- En la actualidad. la requislci6n se ha estable

cido para evitar problemas que afecten un interés público. -

por ejemplo en las vfas de comunicaci6n que al verse baradas_ 

o interrumpidas por un problema laboral entre Empresa y Sind! 

dato, causa trastornos econ6micos y sociales. --120. 



CUARTA.- En la legislaci6n mexicana la requisición respon 

de a un imperativo de interés público; consecuentemente es u

na institución de orden público donde su aplicación entre las 

partes no está sujeta a convenio o transacción. 

QUINTA.- Al estudiar esta institución jurfdica, creemos 

firmemente que es una ley de prevenc16n para hacer frente a -

problemas que deterioran la vida econ6mica de un pafs. 

SEXTA.- En nuestro pafs la requisición responde a un imp~ 

rativo econ6"1fco. polftico y social. el cual demanda una sol,!! 

ci6n para ·1os confl fetos que perjudican el progreso de una O,!. 

ci6n. 

SEPTIMA.- El acto requisitorio necesita tgual que cual--

qufer otro acto realizado por una autoridad. un fundamento 1~ 

gal que lo acredite en cualquier momento como "requisa"; es -

decir que est~ especificado en la constitución polftica, para 

evitar comentarios sobre las violaciones a la ley. 

OCTAVA.- La requisici6n de una instituci6n administrativa 

no muy conocida en M~xico. La ~aectrina y el derecho positi

vo vigentes s61o trasuntan lo que es la fnstitucf6n. sin lle

gar a configurar su esencia. Por otra parte, la aplicacf6n -

que se ha hecho de ella en nuestro pafs. ha sfdo escasa y de

safortunada desde el punto de vista constitucional. 

NOVENA.- La posición que guarda la requisict6n frente a ~ 

tras instituciones jurfdico-administrativas es de completa a~ 

tonomfa, sin negar la semejanza que existe principalmente con 

la expropiación y la confiscación. --121. 



DECIMA.- Las expropiaciones y requisiciones s61o podr!n -

hacerse por causa de utilidad pública y mediante una justa i~ 

demnizaci6n. Estas últimas, podr4n realizarse en circunstan

cias excepcionales en tiempos de paz, en los términos que es

tablezca la ley correspondiente e Incluyéndose los servicios_ 

personales. 

En el derecho francés es posible requisar a las empresas a 

quienes se ha dado la conces16n de un servicio público. como_ 

un medio para asegurar la continuidad del mismo. 

En nuestro pafs, se trat6 de hacer lo mismo con tas empre

sas a~reas, qu~ gozaban de concest6n para explotar el servt-

cio pQbltco de transporte a~reo nacional, pero con diferente_ 

finalidad, dando por resultado una intervenci6n de la Consti

tuci6n a nivel administrativo. 

--122. 
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